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IEEBC/CGE/54/2024 

ACUERDO DEL CONSEJO GENERAL DEL INSTITUTO ESTATAL ELECTORAL 

DE BAJA CALIFORNIA POR QUE SE APRUEBA “EL PROTOCOLO PARA 

PROCEDIMIENTO DE VERIFICACIÓN DE CONSTANCIA DE ADSCRIPCIÓN, DE 

CARTA DE ADSCRIPCIÓN, ASÍ COMO DEMÁS ACTIVIDADES ENCAMINADAS 

AL PROCESO DE MÁXIMA PUBLICIDAD REFERENTE A LAS CANDIDATURAS 

INDÍGENAS Y AFROMEXICANAS EN EL PROCESO ELECTORAL LOCAL 

ORDINARIO 2023-2024”. 

GLOSARIO 

Comisión Comisión Especial de Asuntos Indígenas. 

Consejo General Consejo General Electoral del Instituto Estatal Electoral de Baja California. 

Constitución General Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

Constitución Local Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Baja California. 

INE Instituto Nacional Electoral. 

Ley Electoral Ley Electoral del Estado de Baja California. 

Ley General Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales. 

Lineamientos Lineamientos para garantizar el principio de igualdad sustantiva a las 

personas pertenecientes a los pueblos y comunidades indígenas o 

afromexicanas en la postulación de candidaturas, así como de la integración 

de órganos de elección popular en el proceso electoral local ordinario 2023-

2024 en Baja California. 

Reglamento Reglamento Interior del Instituto Estatal Electoral de Baja California. 

Sala Guadalajara Sala Regional Guadalajara del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la 

Federación.  

Sala Superior Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación. 

Tribunal Local Tribunal de Justicia Electoral del Estado de Baja California. 

UAI Unidad de Asuntos Indígenas.  
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ANTECEDENTES 

1. A. Decreto número 230. En fecha 4 de abril de 2023, fue aprobado el decreto 

número 230 mediante el cual se aprueba la reforma al artículo 7 de la Constitución 

Local, en el apartado A, el cual reconoce, garantiza y protege los derechos tanto 

colectivos como individuales de los pueblos y comunidades indígenas, así como de 

los pueblos y comunidades afromexicanas. 

2. B. Decreto número 262. En fecha 6 de julio de 2023, se aprobó el decreto 262 

mediante el cual se aprueban reformas a diversos artículos, entre los que destacan 

los artículos 1, 3, 21, 30, 35, 37, 139, 151, 338, y adición del artículo 140 bis de la 

Ley Electoral, los cuales garantizan la igualdad sustantiva, así como la inclusión de 

los pueblos y comunidades indígenas, así como afromexicanas en el ejercicio de la 

función electoral. 

3. C. Plan Integral del INE y Calendarios de Coordinación1. En fecha 20 de julio de 

2023, el Consejo General del INE aprobó el acuerdo INE/CG446/2023, mediante el 

cual se establece el plan integral y los calendarios de coordinación con los procesos 

electorales concurrentes con el federal 2023-2024, a través de las cuales se 

establecen las actividades en las que el INE y los organismos públicos locales 

deberán colaborar de manera conjunta para la celebración de elecciones ordinarias, 

estableciendo por lo que respecta al estado de Baja California, el desarrollo de 192 

actividades de coordinación interinstitucional. 

4. D. Decreto número 288. En fecha 2 de septiembre de 2023, se publicó en el 

periódico oficial del Estado de Baja California el decreto no. 288 mediante el cual se 

aprueban reformas a la Ley Electoral, resaltando los artículos 7, 21, 27 bis, 139, 

                                                           
1 Consultable en: https://repositoriodocumental.ine.mx/xmlui/bitstream/handle/123456789/152565/CGex202307-20-ap-

25.pdf  
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146, 330 por proteger a los pueblos y comunidades indígenas, así como 

afromexicanas. 

5. E. Acuerdo INE/CG527/20232. En fecha 08 de septiembre de 2023, el Consejo 

General del INE mediante acuerdo INE/CG527/2023, aprobó “Los Criterios 

Aplicables para el Registro de Candidaturas a los Distintos Cargos de Elección 

Popular que Soliciten los Partidos Políticos Nacionales y, en su caso las 

Coaliciones, ante los Consejos del Instituto en el Proceso Electoral Federal 2023-

2024. 

6. F. Aprobación de los Lineamientos3. El 29 de noviembre de 2023, el Consejo 

General en la Vigésima Sexta Sesión Extraordinaria, aprobó el Dictamen Número 

Uno de la Comisión por el que se aprobaron los lineamientos para garantizar el 

principio de igualdad sustantiva a las personas pertenecientes a los pueblos y 

comunidades indígenas o afromexicanas en la postulación de candidaturas, así 

como de la integración de órganos de elección popular del proceso electoral local 

ordinario 2023-2024 en Baja California. 

7. G. Reunión Interna. El 29 de febrero de 2024, la Comisión celebró reunión interna 

en modalidad virtual, con objeto de analizar y discutir el “Proyecto de Dictamen 

Número Tres de la Comisión Especial de Asuntos Indígenas por el que se propone 

al Consejo General del Instituto Estatal Electoral de Baja California, la aprobación 

del “Protocolo para Procedimiento de Verificación deConstancia de Adscripción, de 

Carta de Adscripción, así como demás actividades encaminadas al Proceso de 

Máxima Publicidad Referente a las Candidaturas Indígenas y Afromexicanas en el 

Proceso Local 2023-2024”.A dicha reunión asistieron por parte de la Comisión, el 

Consejero Electoral Abel Alfredo Muñoz Pedraza en su calidad de presidente; las 

                                                           
2 Consultable en: https://repositoriodocumental.ine.mx/xmlui/bitstream/handle/123456789/153089/CGex202309-08-ap-

10.pdf 
3 Consultable en: https://ieebc.mx/archivos/ConsejoGeneral/Sesiones/Extraordinarias/2023/dict1ceai2023.pdf   
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Consejeras Electorales Guadalupe Flores Meza y Olga Viridiana Maciel Sánchez, 

en su carácter de Vocales, y, el C. Jonathan Francisco Gómez Molina, como 

Secretario Técnico; Durante el desarrollo de la reunión interna se expuso el 

contenido de las propuestas de modificación a los Lineamientos, y el protocolo 

quedando pendiente para una siguiente reunión un análisis detallado. 

8. H. Reunión Interna. El 7 de marzo de 2024, la Comisión celebro reunión interna en 

modalidad virtual, con objeto de analizar y discutir el “Proyecto de Dictamen Número 

Tres de la Comisión Especial de Asuntos Indígenas por el que se Propone al 

Consejo General del Instituto Estatal Electoral de Baja California, la aprobación del 

“Protocolo para Procedimiento de Verificación de Constancia de Adscripción, de 

Carta de Adscripción, así como demás actividades encaminadas al Proceso de 

Máxima Publicidad Referente a las Candidaturas Indígenas y Afromexicanas en el 

Proceso Local 2023-2024”. A dicha reunión asistieron por parte de la Comisión, el 

Consejero Electoral Abel Alfredo Muñoz Pedraza en su calidad de presidente; las 

Consejeras Electorales Guadalupe Flores Meza y Olga Viridiana Maciel Sánchez, 

en su carácter de Vocales, y, el C. Jonathan Francisco Gómez Molina, como 

Secretario Técnico; Durante el desarrollo de la reunión interna se expusieron las 

motivaciones, el análisis, pertinencia y propuestas de modificación a los artículos 4; 

6 en sus fracciones II,III; 8 en sus fracciones II, IV y V; 9, numeral 1, fracción II; 19; 

20 y 28. 

 

9. I. Reunión de Trabajo. El 14 de marzo de 2024, la Comisión celebró reunión de 

trabajo en modalidad virtual, con objeto de analizar y discutir el “Proyecto de 

Dictamen Número Tres de la Comisión Especial de Asuntos Indígenas por el que 

se Propone al Consejo General del Instituto Estatal Electoral de Baja California, la 

aprobación del “Protocolo para Procedimiento de Verificación de Constancia de 

Adscripción, de Carta de Adscripción, así como demás actividades encaminadas al 

Proceso de Máxima Publicidad Referente a las Candidaturas Indígenas y 
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Afromexicanas en el Proceso Local 2023-2024”. A dicha reunión asistieron por parte 

de la Comisión, el Consejero Electoral Abel Alfredo Muñoz Pedraza en su calidad 

de presidente; las Consejeras Electorales Guadalupe Flores Meza y Olga Viridiana 

Maciel Sánchez, en su carácter de Vocales, y, el C. Jonathan Francisco Gómez 

Molina, como Secretario Técnico. Por parte de los partidos políticos, acudieron Joel 

Abraham Blas Ramos por el Partido Revolucionario Institucional, Alfonso Ocegueda 

Martínez por el Partido Fuerza por México Baja California, Miguel de Loera por el 

Partido Movimiento Ciudadano, Irving Emmanuel Huicochea Orelis por el Partido de 

la Revolución Democrática y Juan Manuel Talamantes Valenzuela por el Partido 

Acción Nacional Durante el desarrollo de la reunión interna se expusieron las 

motivaciones, el análisis, pertinencia y propuestas de modificación a los artículos 4; 

6 en sus fracciones II,III; 8 en sus fracciones II, IV y V; 9, numeral 1, fracción II; 19; 

20 y 28. 

 

10. J. Sesión Pública. El 25 de marzo de 2024, la Comisión celebró sesión pública en 

modalidad mixta con el objeto de discutir, modificar y/o aprobar en su caso el 

proyecto de dictamen llamado “Proyecto de Dictamen Número Tres de la Comisión 

Especial de Asuntos Indígenas por el que se Propone al Consejo General del 

Instituto Estatal Electoral de Baja California, la aprobación del “Protocolo para 

Procedimiento de Verificación de Constancia de Adscripción, de Carta de 

Adscripción, así como demás actividades encaminadas al Proceso de Máxima 

Publicidad Referente a las Candidaturas Indígenas y Afromexicanas en el Proceso 

Local 2023-2024”. A esta sesión asistieron por parte de la Comisión, el Consejero 

Abel Alfredo Muñoz Pedraza, en su calidad de Presidente; las Consejeras 

Electorales Olga Viridiana Maciel Sánchez y Guadalupe Flores Meza, en su carácter 

de Vocales; y, el C. Jonathan Francisco Gómez Molina, como Secretario Técnico y 

por parte de los Partidos Políticos el C. Julio Octavio Rodríguez Villareal por el 

Partido del Trabajo y el C. Sergio Federico Gamboa García, por parte del Partido 
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Político Encuentro Solidario de Baja California. Una vez agotada su discusión, fue 

aprobado por unanimidad el Dictamen en comento. 

C O N S I D E R A N D O S 

11. I. Competencia. De conformidad con lo previsto por los artículos 46, fracciones II y 

XXXVIII, de la Ley Electoral, el Consejo General tiene la atribución de expedir los 

acuerdos necesarios para hacer efectivo el cumplimiento de sus atribuciones, así 

como la de expedir los reglamentos y acuerdos necesarios previstos en la 

normatividad electoral, tal y como lo es el Protocolo para Procedimiento de 

Verificación de Constancia de Adscripción, de Carta de Adscripción, así como 

demás actividades encaminadas al Proceso de Máxima Publicidad Referente a las 

Candidaturas Indígenas y Afromexicanas en el Proceso Electoral Local Ordinario 

2023-2024”.  

12. II. Naturaleza del Instituto Electoral. De acuerdo con lo dispuesto por el artículo 

5, apartado B, de la Constitución Local, en correlación con el diverso 33 de la Ley 

Electoral, la organización de las elecciones estatales y municipales es una función 

pública que se realiza a través de un organismo público autónomo e independiente, 

denominado Instituto Electoral, dotado de personalidad jurídica y patrimonio propio. 

Además, el Instituto Electoral en su organización, funcionamiento y control, se regirá 

por las disposiciones contenidas en dicha Constitución, en la Ley General y en la 

propia Ley Electoral. 

13. III. Fines del Instituto Electoral. Atendiendo a lo establecido en el artículo 35 de la 

Ley Electoral, son fines del Instituto Electoral los siguientes:  

a) Contribuir al desarrollo de la vida democrática en el Estado; 

b) Asegurar a los ciudadanos el ejercicio de los derechos político electorales y el 

cumplimiento de sus obligaciones; 

c) Garantizar la celebración periódica y pacífica de las elecciones para renovar la 

integración de los Poderes Legislativo y Ejecutivo, y los Ayuntamientos del Estado; 
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d) Preservar la autenticidad y efectividad del sufragio; 

e) Realizar los procesos de consulta popular, plebiscito y referéndum en los términos 

de la ley de la materia, y 

f) Llevar a cabo la promoción del voto y coadyuvar al fortalecimiento y difusión de la 

cultura cívica y política. 

g) Garantizar la paridad de género y el respeto de los derechos humanos de las 

mujeres en el ámbito político y electoral. 

h) Garantizar el principio de igualdad sustantiva. 

14. De igual manera, esta disposición legal señala que las actividades del Instituto 

Electoral se llevarán a cabo con perspectiva de género y se regirán por los principios 

de certeza, legalidad, independencia, imparcialidad, máxima publicidad, objetividad, 

austeridad y paridad de género. 

15. IV. Órgano Superior de Dirección del Instituto Electoral. En concordancia con lo 

estipulado por el artículo 37 de la Ley Electoral, el Consejo General es el órgano 

superior de dirección del Instituto Electoral, responsable de vigilar el cumplimiento 

de las disposiciones constitucionales y legales en materia electoral, así como de 

velar que los principios rectores de la función electoral guíen las actividades de 

dicho órgano constitucional autónomo. 

16. V. Marco Normativo Internacional. El convenio 1694 de la Organización 

Internacional del Trabajo sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países 

Independientes, suscrito por México el 11 de julio de 1990, en su artículo 2, párrafo 

1, establece que los gobiernos deberán asumir la responsabilidad de desarrollar, 

con la participación de los pueblos interesados, una acción coordinada y sistemática 

con miras a proteger los derechos de esos pueblos y a garantizar el respeto de su 

integridad. 

                                                           
4 Consultable en: https://www.ilo.org/wcmsp5/groups/public/---americas/---ro-lima/documents/publication/wcms_345065.pdf 



 
 

  Consejo General Electoral 
 

8 
 
 

 

17. Del mismo modo, el artículo 6 del convenio menciona que, al aplicar las 

disposiciones del referido convenio, los gobiernos deberán:  

a) Consultar a los pueblos interesados, mediante procedimientos apropiados y en 

particular a través de sus instituciones representativas, cada vez que se prevean 

medidas legislativas o administrativas susceptibles de afectarles directamente;  

b) Establecer los medios a través de los cuales los pueblos interesados puedan 

participar libremente, por lo menos en la misma medida que otros sectores de la 

población, y a todos los niveles en la adopción de decisiones en instituciones 

electivas y organismos administrativos y de otra índole responsables de políticas y 

programas que les conciernan; 

c) Establecer los medios para el pleno desarrollo de las instituciones e iniciativas de 

esos pueblos, y en los casos apropiados proporcionar los recursos necesarios para 

este fin.  

d) Las consultas llevadas a cabo en aplicación de este Convenio deberán efectuarse 

de buena fe y de una manera apropiada a las circunstancias, con la finalidad de 

llegar a un acuerdo o lograr el consentimiento acerca de las medidas propuestas. 

18. Por su parte, la Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los 

Pueblos Indígenas aprobada en la 107a sesión plenaria de la Asamblea General de 

las Naciones Unidas, celebrada el 13 de septiembre de 2017, con el voto a favor del 

Estado Mexicano, establece, en sus artículos 1, 4, 5 y 19 lo siguiente: 

“Artículo 1. Los indígenas tienen derecho, como pueblos o como individuos, al disfrute 

pleno de todos los derechos humanos y las libertades fundamentales reconocidos en la 

Carta de las Naciones Unidas, la Declaración Universal de Derechos Humanos y las normas 

internacionales de derechos humanos.  

Artículo 4. Los pueblos indígenas, en ejercicio de su derecho a la libre determinación, 

tienen derecho a la autonomía o al autogobierno en las cuestiones relacionadas con sus 

asuntos internos y locales, así como a disponer de medios para financiar sus funciones 

autónomas.  
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Artículo 5. Los pueblos indígenas tienen derecho a conservar y reforzar sus propias 

instituciones políticas, jurídicas, económicas, sociales y culturales, manteniendo a la vez su 

derecho a participar plenamente, si lo desean, en la vida política, económica, social y 

cultural del Estado.  

Artículo 19. Los Estados celebrarán consultas y cooperarán de buena fe con los pueblos 

indígenas interesados por medio de sus instituciones representativas antes de adoptar y 

aplicar medidas legislativas o administrativas que los afecten, a fin de obtener su 

consentimiento libre, previo e informado.” 

19. Asimismo, la Declaración y Programa de Acción de Durban5, la cual tiene como 

objetivo primordial dar una serie de lineamientos a los Estados, a las organizaciones 

no gubernamentales y al sector privado para emprender una verdadera y frontal 

lucha contra el racismo, y lo cuales que fueron presentados durante la Conferencia 

Mundial contra el Racismo, la Discriminación Racial, la Xenofobia y las Formas 

Conexas de Intolerancia, llevada a cabo en la ciudad de Durban, Sudáfrica el 31 de 

agosto y el 8 de septiembre de 2001; recomienda que los estados examinen, de 

conformidad con los instrumentos y normas internacionales de derechos humanos 

pertinentes, sus constituciones, leyes, ordenamientos jurídicos y políticas con el fin 

de identificar y erradicar el racismo, la discriminación racial, la xenofobia y las 

formas conexas de intolerancia, ya sean implícitos, explícitos o inherentes, contra 

los pueblos y las personas indígenas. Por lo cual se invita los estados interesados 

a cumplir y respetar los tratados y acuerdos concertados con los pueblos indígenas 

y a reconocerlos y observarlos debidamente. 

20. Por lo tanto, para que los pueblos indígenas puedan expresar libremente su propia 

identidad y ejercer sus derechos no deben ser objeto de ningún tipo de 

                                                           
5 https://www.ohchr.org/sites/default/files/Documents/Publications/DurbanDecProgAction_sp.pdf  

 



 
 

  Consejo General Electoral 
 

10 
 
 

 

discriminación, lo que necesariamente implica el respeto de sus derechos humanos 

y libertades fundamentales. 

21. En ese sentido, actualmente se está haciendo un esfuerzo por garantizar el 

reconocimiento universal de estos derechos en las negociaciones acerca del 

proyecto de declaración sobre los derechos de los pueblos indígenas. 

22. En ese orden, la Declaración Americana sobre los Derechos de los Pueblos 

Indígenas6, aprobada en la segunda sesión plenaria de la Organización de Estados 

Americanos, celebrada el 14 de junio de 2016, con el voto favorable del Estado 

Mexicano, establece lo siguiente: 

“Artículo XXXI 

1. Los Estados garantizarán el pleno goce de los derechos civiles, políticos, económicos, 

sociales, culturales de los pueblos indígenas, así como su derecho a mantener su identidad 

cultural, espiritual y tradición religiosa, cosmovisión, valores y a la protección de sus lugares 

sagrados y de culto y de todos los derechos humanos contenidos en la presente 

Declaración.  

2. Los Estados promoverán, con la participación plena y efectiva de los pueblos indígenas, 

la adopción de las medidas legislativas y de otra índole, que fueran necesarias para hacer 

efectivos los derechos reconocidos en esta Declaración. 

Artículo XXXVIII  

1. La Organización de los Estados Americanos, sus órganos, organismos y entidades 

tomarán las medidas necesarias para promover el pleno respeto, la protección y la 

aplicación de las disposiciones contenidas en esta Declaración y velarán por su eficacia.” 

                                                           
6 https://www.oas.org/es/sadye/documentos/res-2888-16-es.pdf  
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23. De forma similar, la Corte Interamericana de Derechos Humanos, dentro del caso 

de la Organización indígena Yapti Tasba Masraka Nanih AslaTakanka (YATAMA) 

vs. Nicaragua, estableció en la Sentencia del 23 de junio de 2005 la obligación de 

garantizar el goce de los derechos políticos.  

24. La Corte entiende que, de conformidad con los artículos 1.1, 2, 23 y 24 de la 

Convención7, el Estado tiene la obligación de garantizar el goce de los derechos 

políticos, lo cual implica que la regulación del ejercicio de dichos derechos y su 

aplicación sean acordes al principio de igualdad y no discriminación, y debe adoptar 

las medidas necesarias para garantizar su pleno ejercicio. Dicha obligación de 

garantizar, no se cumple con la sola expedición de normativa que reconozca 

formalmente dichos derechos, sino requiere que el Estado adopte las medidas 

necesarias para garantizar su pleno ejercicio, considerando la situación de debilidad 

o desvalimiento en que se encuentran los integrantes de ciertos sectores o grupos 

sociales. 

25. Bajo ese tenor, de acuerdo con el inciso a) del Artículo 29 de la Convención no se 

puede limitar el alcance pleno de los derechos políticos de manera que su 

reglamentación o las decisiones que se adopten en aplicación de esta se conviertan 

en un impedimento para que las personas participen efectivamente en la conducción 

del Estado o se torne ilusoria dicha participación, privando a tales derechos de su 

contenido esencial. 

26. De acuerdo con el artículo 23.2 de la Convención se puede reglamentar el ejercicio 

de los derechos y oportunidades. La restricción debe encontrarse prevista en una 

ley, no ser discriminatoria, basarse en criterios razonables, atender a un propósito 

útil y oportuno que la torne necesaria para satisfacer un interés público imperativo, 

                                                           
7 https://www.oas.org/dil/esp/1969_Convenci%C3%B3n_Americana_sobre_Derechos_Humanos.pdf  
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y ser proporcional a ese objetivo. Cuando hay varias opciones para alcanzar ese 

fin, debe escogerse la que restrinja menos el derecho protegido y guarde mayor 

proporcionalidad con el propósito que se persigue. 

27. Los Estados pueden establecer estándares mínimos para regular la participación 

política, siempre y cuando sean razonables de acuerdo con los principios de la 

democracia representativa. Dichos estándares, deben garantizar, entre otras, la 

celebración de elecciones periódicas, libres, justas y basadas en el sufragio 

universal, igual y secreto como expresión de la voluntad de los electores que refleje 

la soberanía del pueblo, tomando en cuenta que, según lo dispuesto en el artículo 

6 de la Carta Democrática Interamericana, promover y fomentar diversas formas de 

participación fortalece la democracia, para lo cual se pueden diseñar normas 

orientadas a facilitar la participación de sectores específicos de la sociedad, tales 

como los miembros de las comunidades indígenas y étnicas. 

28. VI. Del Protocolo para Procedimiento de Verificación de Constancia de 

Adscripción, de Carta de Adscripción, así como demás Actividades 

Encaminadas al Proceso de Máxima Publicidad referente a las Candidaturas 

Indígenas y Afromexicanas en el Proceso Electoral Local Ordinario 2023-2024: 

Se propone la siguiente estructura del “Protocolo” siendo: 

29. Glosario: Se establecen las palabras recurrentes y los acrónimos a utilizar en el 

“Protocolo” 

30. Presentación: Se define un sentido general del documento qué atiende y espera 

cumplir. 

31. Marco Jurídico: Se establece el marco normativo relevante en materia de derechos 

político-electorales de pueblos y comunidades indígenas, así como el criterio de 

autoadscripción calificada. 
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32. Aspectos generales: De manera concisa y concreta, se determina la Materia del 

procedimiento de verificación; los enfoques a observar durante el procedimiento de 

verificación; las personas, así como la Autoridad Responsable a las que se aplicará 

el procedimiento de verificación. 

33. Del procedimiento de verificación: Se determina el número de etapas que abarca 

el procedimiento de verificación, así como el paso a paso de cada una de las 

acciones.  

34. En caso de existir sustitución de alguna de las candidaturas indígenas y 

afromexicanas: Da cuenta del procedimiento y tiempos a seguir conforme se 

norma en los Lineamientos, en caso de existir la necesidad de realizar sustitución 

de candidaturas. 

35. Del proceso de máxima publicidad referente a las candidaturas indígenas y 

afromexicanas: Se establecen las acciones que el Instituto Electoral llevará a cabo 

para asegurar una difusión amplia y extensiva de los Lineamientos en todos los 

medios disponibles.  

36. Del resguardo de las actas circunstanciada generadas en el procedimiento de 

verificación: Se establece roles específicos en la gestión y custodia de la 

documentación electoral antes y después de la conclusión del proceso electoral que 

tiene la Coordinación de Partidos Políticos y Financiamiento y la Secretaría 

Ejecutiva, ambas del Instituto Electoral. 

37. Ajustes al Protocolo: Se menciona el procedimiento para que los casos no 

previstos sean puestos a disposición del Consejo General, a fin de que determine 

lo que en derecho proceda. 

38. El contenido íntegro del “Protocolo” propuesto se adjunta al presente dictamen como 

parte del anexo número uno. 
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39. Por las consideraciones antes expuestas, fundado y motivado, la Comisión Especial 

de Asuntos Indígenas somete a consideración del Consejo General, los siguientes: 

ACUERDOS 

PRIMERO. Se aprueba el “Protocolo para Procedimiento de Verificación de 

Constancia de Adscripción, de Carta de Adscripción, así como demás actividades 

encaminadas al Proceso de Máxima Publicidad Referente a las Candidaturas 

Indígenas y Afromexicanas en el Proceso Local Ordinario 2023-2024”. 

SEGUNDO. El presente acuerdo y sus anexos entrarán en vigor y surtirán efectos 

a partir de la fecha de su aprobación por el Consejo General Electoral del Instituto 

Estatal Electoral de Baja California. 

 

TERCERO: Se instruye a la Secretaria Ejecutiva disponga las medidas conducentes 

para la difusión del contenido del presente dictamen en las distintas plataformas y 

redes sociales institucionales. 

 

CUARTO. Instrúyase a la UAI para que realice difusión y capacitación a los 

diecisiete Consejos Distritales Locales entorno al contenido del presente dictamen. 

 

QUINTO. Publíquese en el presente Acuerdo en el portal institucional, dentro del 

término señalado en el artículo 22, numeral 4, del reglamento Interior del Instituto 

Estatal Electoral de Baja California. 

El presente Acuerdo fue aprobado durante la décima quinta sesión extraordinaria 

del Consejo General celebrada el día 27 de marzo de 2024; por votación unánime 

de siete (7) votos a favor de las consejeras y los consejeros electorales: Abel Alfredo 

Muñoz Pedraza, Jorge Alberto Aranda Miranda, Olga Viridiana Maciel Sánchez, 
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Javier Bielma Sánchez, Guadalupe Flores Meza, Vera Juárez Figueroa, y el 

Consejero Presidente, Luis Alberto Hernández Morales. 

 

 

LUIS ALBERTO HERNÁNDEZ MORALES                RAÚL GÚZMAN GÓMEZ 

     CONSEJERO PRESIDENTE                              SECRETARIO DEL CONSEJO 

 

 

 

 

El presente documento se suscribe mediante Firma Electrónica Avanzada, de conformidad con los artículos 10 y 17 de los 

Lineamientos para el uso y operación de la Firma Electrónica Avanzada en el Instituto Estatal Electoral de Baja California 
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G L O S A R I O 

Acción Afirmativa: Medida compensatoria de carácter temporal, proporcional, 

razonable y objetiva, que tiene como propósito revertir escenarios de desigualdad 

histórica, y, de hecho, que enfrentan ciertos grupos de personas en el ejercicio de 

sus derechos políticos y electorales, con la finalidad de garantizarles un plano de 

igualdad, inclusión y no discriminación en el acceso a cargos de elección popular. 

Asamblea General Comunitaria: máxima autoridad de deliberación y toma de 

decisiones, así como de producción normativa de una comunidad indígena o 

afromexicana. 

Autoadscripción Calificada: conciencia de identidad indígena o afromexicana de 

una persona respaldada por elementos objetivos que deberán presentar los partidos 

políticos o coaliciones, así como las candidaturas independientes para solicitar el 

registro de una candidatura para ocupar un cargo de elección popular en el Proceso 

Electoral Local Ordinario 2023-2024 en Baja California, que demuestren su vínculo 

con el pueblo y la comunidad indígena o afromexicana a la que pertenece y desea 

representar.  

Autoadscripción Simple: es una declaración de voluntad de personas o 

comunidades que, teniendo un vínculo cultural, histórico, político, lingüístico o de 

otro tipo, deciden identificarse como integrantes de un pueblo indígena o 

afromexicano; su reconocimiento no depende de ninguna autoridad o institución 

externa, ni requiere más prueba que su palabra. 

Autoridades Indígenas o Afromexicanas, Tradicionales o Comunitarias: son 

aquellas que los pueblos y comunidades indígenas o afromexicanas reconocen 

como tales, y que son elegidas y nombradas de conformidad con sus sistemas 

normativos, las cuales pueden o no coincidir con las autoridades municipales, 

auxiliares o agrarias. 
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Candidaturas Independientes:  figura en la cual la ciudadanía, sin la mediación de 

los partidos políticos, pueden solicitar su registro ante el Instituto Estatal Electoral 

de Baja California, una vez cumplimentados los requisitos y condiciones que señala 

la legislación de la materia y lo dispuesto en los presentes Lineamientos. 

Carta de Autoadscripción: documento suscrito por la persona que pretende ser 

postulada a una candidatura indígena o afromexicana, en la que manifiesta su 

autoadscripción simple a un pueblo y una comunidad indígena o afromexicana. 

(Anexo primero). 

Carta de Adscripción Afromexicana: documento suscrito por la o las personas 

que se ostentan como autoridad afromexicana y en quien o quienes recae la 

elaboración la constancia de adscripción afromexicana, misma que se le extiende a 

la persona que pretende ser postulada a una candidatura afromexicana. En ella se 

manifiesta el reconocimiento de la elaboración de la Constancia de adscripción 

afromexicana, así como la inexistencia de una autoridad superior en dicha 

comunidad afromexicana.  (Anexo segundo). 

Carta de Adscripción Indígena: documento suscrito por la o las personas que se 

ostentan como autoridad indígena y en quien o quienes recae la elaboración la 

constancia de adscripción indígena, misma que se le extiende a la persona que 

pretende ser postulada a una candidatura indígena. En ella se manifiesta el 

reconocimiento de la elaboración de la Constancia de adscripción indígena, así 

como la inexistencia de una autoridad superior en dicha comunidad indígena.  

(Anexo segundo). 

Coalición: Modalidad de asociación entre dos o más partidos políticos para postular 

una misma candidatura en la elección de que se trate. 
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Comisión de Asuntos Indígenas: Comisión Especial de Asuntos Indígenas del 

Consejo General Electoral del Instituto Estatal Electoral de Baja California. 

Comunidades Afromexicanas: son aquellas que integran al pueblo afromexicano 

y forman una unidad social, económica y cultural, asentadas en un territorio y que 

reconocen autoridades propias de acuerdo con sus usos y costumbres. La 

conciencia de su identidad afromexicana deberá ser criterio fundamental para 

determinar a quiénes se aplican las disposiciones sobre el pueblo y comunidades 

afromexicanas. Estas comunidades incluyen las conformadas por afromexicanos 

migrantes que habitan en territorios distintos de aquéllos de las que son originarios, 

y en los cuales establecen vínculos y prácticas culturales y sociales total o 

parcialmente propias de su pueblo afromexicano.  

Comunidades Indígenas: son aquellas que integran un pueblo indígena y forman 

una unidad social, económica y cultural, asentadas en un territorio y que reconocen 

autoridades propias de acuerdo con sus usos y costumbres. La conciencia de su 

identidad indígena deberá ser criterio fundamental para determinar a quiénes se 

aplican las disposiciones sobre pueblos y comunidades indígenas. Estas 

comunidades incluyen las conformadas por indígenas migrantes que habitan en 

territorios distintos de aquéllos de las que son originarias, y en los cuales establecen 

vínculos y prácticas culturales y sociales total o parcialmente propias de sus pueblos 

indígenas.  

Consejo Distrital: Órgano colegiado de carácter temporal que funciona durante los 

procesos electorales con facultades y atribuciones establecidas la Ley Electoral de 

Baja California. 

Consejo General: Consejo General Electoral del Instituto Estatal Electoral de Baja 

California. 
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Constancia de Adscripción Afromexicana: documento expedido por la autoridad 

afromexicana, tradicional, comunitaria o agraria o demás instancias establecidas en 

los presentes Lineamientos, en el que se reconoce a una persona que pretende ser 

postulada a una candidatura, como perteneciente a al pueblo y una comunidad 

afromexicana. 

Constancia de Adscripción Indígena: documento expedido por autoridad 

indígena, tradicional, comunitaria o agraria o demás instancias establecidas en los 

presentes Lineamientos, en el que se reconoce a una persona que pretende ser 

postulada a una candidatura, como perteneciente a un pueblo y una comunidad 

indígena. 

Constitución General: Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

Constitución Local: Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Baja 

California. 

Datos Personales: cualquier información concerniente a una persona física 

identificada o identificable. Se considera que una persona es identificable cuando 

su identidad pueda determinarse directa o indirectamente a través de cualquier 

información.  

Igualdad Sustantiva: paridad de oportunidades en el goce y ejercicio real de los 

derechos político-electorales de todas las personas. 

INE: Instituto Nacional Electoral. 

Instituto Electoral: Instituto Estatal Electoral de Baja California. 

Interculturalidad: método de análisis que estudia las relaciones de poder entre las 

personas de distintas culturas, establece el diálogo entre dichas culturas como algo 
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deseable y posible e identifica la demanda de derechos y las condiciones que 

impiden su pleno cumplimiento en contextos donde la multiculturalidad es un hecho 

social, como sucede en México. 

INPI: Instituto Nacional de los Pueblos Indígenas. 

Ley Electoral: Ley Electoral del Estado de Baja California. 

Lineamientos: Lineamientos para garantizar el principio de igualdad sustantiva a 

las personas pertenecientes a una comunidad indígena o afromexicana en la 

postulación de candidaturas del Proceso Electoral Local Ordinario 2023-2024 en 

Baja California. 

Máxima Publicidad: se refiere al hecho de que toda información debe considerarse 

como información pública y, por lo mismo, debe estar a la disposición de todas las 

personas para su consulta, salvo que se encuentre en alguno de los casos de 

excepción. Asimismo, se debe exponer al escrutinio público la información que se 

posee y, en caso de que haya duda entre la publicidad o reserva de la información, 

deberán favorecer inequívocamente la publicidad de la misma. Por tanto, para 

efecto de los Lineamientos, es el principio con base en el cual, la autoridad electoral 

asegurará que las comunidades indígenas o afromexicanas, cuenten con la 

información de las candidaturas registradas y, en su caso, de las sustituciones que 

se presenten de las personas que deseen acceder a un cargo vía acción afirmativa. 

Paridad de Género: principio constitucional y rector del sistema democrático, que 

representa la igualdad política entre mujeres y hombres, y que se garantiza con la 

asignación del 50% de mujeres y 50% de hombres en candidaturas a cargos de 

elección popular. La paridad de género se distingue en tres dimensiones: paridad 

vertical, paridad horizontal y paridad transversal.  

PEL 2023-2024: Proceso Electoral Local Ordinario 2023-2024. 
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Protocolo: El Protocolo para el procedimiento de verificación de Constancia de 

Adscripción, de Carta de Adscripción, así como demás actividades encaminadas al 

proceso de máxima publicidad referente a las candidaturas indígenas y 

afromexicanas en el Proceso Electoral Local Ordinario 2023-2024. 

Pueblo Afromexicano: son quienes descienden de personas provenientes del 

continente africano que llegaron a lo que hoy es México durante el periodo colonial, 

tanto en condición forzada como de libertad. También incluye a las personas de 

origen africano que llegaron a México en épocas posteriores o en la actualidad y se 

auto reconocen afrodescendientes por su cultura, costumbres y tradiciones. 

Pueblos Indígenas: son aquellos que descienden de poblaciones que habitaban 

en el territorio actual del país al iniciarse la colonización y que conservan sus propias 

instituciones sociales, económicas, culturales, jurídicas y políticas, o parte de ellas. 

Sala Guadalajara: Sala Regional Guadalajara del Tribunal Electoral del Poder 

Judicial de la Federación. 

Sala Superior: Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la 

Federación 

Sistema Nacional de Información: Sistema Nacional de Información y Estadística 

sobre los Pueblos y Comunidades Indígenas y Afromexicanas del INPI, que 

contiene, entre otros, un catálogo de pueblos y comunidades indígenas y 

afromexicanos con los elementos y características fundamentales de sus 

instituciones políticas, jurídicas, económicas, sociales y culturales, sus tierras, 

territorios y recursos, en tanto sujetos de derecho público. 

Sistemas Normativos Afromexicanos: es el conjunto de principios, normas orales 

o escritas, prácticas, instituciones, autoridades, acuerdos y decisiones que los 

pueblos, municipios y comunidades afromexicanas reconocen como válidos y 
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vigentes para regular su organización, forma de elección de sus autoridades o 

representantes, el ejercicio de sus formas propias de gobierno y la solución de sus 

conflictos. 

Sistemas Normativos Indígenas: es el conjunto de principios, normas orales o 

escritas, prácticas, instituciones, autoridades, acuerdos y decisiones que los 

pueblos, municipios y comunidades indígenas reconocen como válidos y vigentes 

para regular su organización, forma de elección de sus autoridades o 

representantes, el ejercicio de sus formas propias de gobierno y la solución de sus 

conflictos. 

Tribunal Local: Tribunal de Justicia Electoral del Estado de Baja California. 

UAI: Unidad de Asuntos Indígenas del Instituto Estatal Electoral de Baja California. 

Presentación 

El presente Protocolo surge de la experiencia del Proceso Electoral Local ordinario 

2020-2021. En los Lineamientos para garantizar el cumplimiento de los principios 

constitucionales de paridad de género, igualdad sustantiva y no discriminación en 

la postulación de candidaturas y en la etapa de resultados de dicho proceso 

electoral en Baja California, se aprobó la acción afirmativa en favor de las 

Comunidades Indígenas. No obstante, la verificación de las documentales que se 

presentaron para validar la pertenencia o vínculo con una comunidad 

(autoadscripción calificada), se tomaron como válidas a través de la manifestación 

de la o el interesado, llenando un formato y anexando lo que se considerará 

pertinente. 

Como consecuencia de la falta de un método de valoración o documentos que 

plasme el análisis valorativo de las documentales presentadas, así como de la 

realización de diligencias donde se verificara con respecto la autenticidad y los 
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alcances de los documentos presentados, se dio paso a una serie de 

impugnaciones que terminaron en sustituciones de candidaturas o en candidaturas 

vacantes8  

Posterior al Proceso Electoral Local Ordinario 2020-2021, se invitó al Instituto 

Electoral por medio de la “Comisión Especial de Asuntos Indígenas”, a asesorar y 

orientar al Congreso del Estado en cumplimiento a la sentencia RI-30/2018 INC-3. 

La asesoría y orientación fue parte integral de los trabajos llevados a cabo para la 

“Consulta Previa, Libre, Informada, dirigida a los y las personas Indígenas, Pueblos 

y Comunidades Indígenas y Afromexicanas, así como a todos y todas las personas 

que se consideren Indígenas, a participar en la Consulta Previa, Libre e Informada 

para realizar las adecuaciones que en derecho procedan, a la Constitución Local y 

la Legislación Secundaria, por cuanto hace a Garantizar el Derecho Fundamental 

de Votar y ser Votado de Hombres y Mujeres Indígenas en Condiciones De Igualdad 

Sustantiva que realizo el Congreso del Estado”. La Consulta permitió al Poder 

Legislativo modificar tanto la Constitución Local (decreto número 230), como la Ley 

Electoral (decreto número 262 y el 288), por lo que se reconocen, garantizan y 

protegen los derechos tanto colectivos como individuales de los pueblos y 

comunidades indígenas, así como de los pueblos y comunidades afromexicanas por 

un lado, así como garantizar la igualdad sustantiva, y la inclusión de los pueblos y 

comunidades indígenas, así como afromexicanas en el ejercicio de la función 

electoral.  

Los cambios normativos a la Constitución Local y a la Ley Electoral en materia de 

derechos político-electorales para pueblos y comunidades indígenas, así como la 

inclusión del pueblo y las comunidades afromexicanas, permitieron al Instituto 

Electoral aprobar el dictamen número uno “Lineamientos para Garantizar el 

                                                           
8 Se destacan los medios de impugnación RI-154/2021 Y ACUMULADO, RI-104/2021, RI-105/2021, RI-

112/2021 y RI-162/2021.  
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Principio de Igualdad Sustantiva a las Personas Pertenecientes a los Pueblos y 

Comunidades Indígenas o Afromexicanas en la Postulación de Candidaturas, así 

como de la Integración de Órganos de Elección Popular en el Proceso Electoral 

Local Ordinario 2023-2024 en Baja California”, donde se  afina el criterio respecto a 

la forma de comprobar el vínculo o pertenencia (autoadscripción calificada) de las 

personas postuladas a un pueblo y comunidad en particular,. 

El objetivo del presente Protocolo es establecer el procedimiento incluido en los 

Lineamientos, respecto a la demostración de la pertenencia o vínculo 

(autoadscripción calificada) de las personas aspirantes por el principio de igualdad 

sustantiva dirigido a personas integrantes de pueblos y comunidades indígenas, así 

como afromexicanas. Si bien los Lineamientos contemplan la ejecución del 

procedimiento de diligencias de verificación de las documentales presentadas9, 

resulta justificable para una claridad de la ejecución de las diligencias de verificación 

el establecimiento de un Protocolo que guíe la correcta y valida aplicación del 

procedimiento, siendo relevante que quienes se postulen tengan pleno 

reconocimiento por parte de la comunidad a la que manifiestan pertenecer, dando 

certeza de su vínculo o pertenencia a dicha comunidad. 

El documento está estructurado en seis partes identificadas con incisos, además de 

un glosario y marco jurídico. El inciso A denominado “aspectos generales” da cuenta 

elementos que permiten definir cuestiones particulares del Protocolo. El inciso 

cuenta con cuatro fracciones: materia del procedimiento de verificación; enfoques a 

observar durante el procedimiento de verificación; personas a las que aplicará el 

                                                           
9 Las postulaciones hechas para garantizar el principio de igualdad sustantiva dirigida a personas integrantes 
de un pueblo y comunidad indígena o afromexicana, de acuerdo a los Lineamientos, deben de entregar al 

momento de su registro, además de las disposiciones que se indique por parte de los Lineamientos para el 
registro de candidaturas a cargos de elección popular para el proceso electoral local ordinario 2023-2024 en 
Baja California, lo siguiente: carta de autoadscripción, carta de adscripción y constancia de adscripción, ya sean 
indígenas o afromexicanas. De entre las documentales, los Consejos Electorales Distritales, están en la 
obligación de llevar a cabo diligencias de verificación para constatar que las manifestaciones incluidas en la 

constancia de adscripción son válidas al ser reconocidas por quien o quienes las suscribieron. 
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procedimiento de verificación. El inciso B denominado “del procedimiento de 

verificación” consta de tres fracciones y propiamente van disipando la puesta en 

marcha del procedimiento (etapa de registro de candidatura); la ejecución del 

procedimiento (etapa de diligencia); la valoración de las documentales con respecto 

a la información recabada en la diligencia (etapa del análisis de requisitos). El inciso 

C marca la pauta a seguir en consecuencia de sustituciones que se ordenen por 

parte del Consejo General. En el inciso D se explica lo referente a los 

procedimientos de máxima publicidad entorno a las candidaturas que sean bajo el 

amparo del principio de igualdad sustantiva dirigido a personas pertenecientes a los 

pueblos y como unidades indígenas, así como afromexicanas. Por último, los incisos 

E y F tratan respectivamente, sobre el resguardo y tratamiento que tendrán las actas 

circunstanciadas derivadas del procedimiento de verificación, así como ajustes al 

protocolo. 

Es necesario que garantizar el pleno y efectivo ejercicio de los derechos político-

electorales de las personas que pertenecen a los pueblos y comunidades indígenas 

y afromexicanas. Con el presente Protocolo, se busca alcanzar el estableciendo de 

la aplicación de una labor de investigación que garantiza la correcta y válida 

demostración de la pertenencia o vínculo de los candidatos que se postulen con el 

pueblo y comunidad que manifiestan. Como se ha resaltado, el Protocolo detalla el 

criterio respecto de la autoadscripción calificada. De esa forma, la labor de 

investigación emanada de las diligencias de verificación, buscan plasmar una 

correcta y válida demostración del vínculo o pertenencia con la comunidad que 

manifiestan las personas aspirantes a candidaturas que se postulen. No pasa 

desapercibido que, como todo procedimiento, el Protocolo está limitado a la 

información que se presente, misma que se constata, con quienes las emitieron, es 

decir, aquellos que hayan expedido las constancias de adscripción. 
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 Por otra parte, también la aplicación del Protocolo, se encuentra condicionada a 

cuestiones climáticas y de accesibilidad a las comunidades, que en su momento 

pudieran limitar su aplicabilidad. 

Marco Jurídico 

Marco Normativo Internacional. El convenio 169 de la Organización Internacional 

del Trabajo sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países Independientes, suscrito 

por México el 11 de julio de 1990, en su artículo 2, párrafo 1, establece que los 

gobiernos deberán asumir la responsabilidad de desarrollar, con la participación de 

los pueblos interesados, una acción coordinada y sistemática con miras a proteger 

los derechos de esos pueblos y a garantizar el respeto de su integridad. 

 

Del mismo modo, el artículo 6 del convenio menciona que, al aplicar las 

disposiciones del referido convenio, los gobiernos deberán:  

e) Consultar a los pueblos interesados, mediante procedimientos apropiados y 

en particular a través de sus instituciones representativas, cada vez que se 

prevean medidas legislativas o administrativas susceptibles de afectarles 

directamente;  

f) Establecer los medios a través de los cuales los pueblos interesados puedan 

participar libremente, por lo menos en la misma medida que otros sectores 

de la población, y a todos los niveles en la adopción de decisiones en 

instituciones electivas y organismos administrativos y de otra índole 

responsables de políticas y programas que les conciernan; 

g) Establecer los medios para el pleno desarrollo de las instituciones e 

iniciativas de esos pueblos, y en los casos apropiados proporcionar los 

recursos necesarios para este fin.  
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h) Las consultas llevadas a cabo en aplicación de este Convenio deberán 

efectuarse de buena fe y de una manera apropiada a las circunstancias, con 

la finalidad de llegar a un acuerdo o lograr el consentimiento acerca de las 

medidas propuestas. 

 

Por su parte, la Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los 

Pueblos Indígenas aprobada en la 107a sesión plenaria de la Asamblea General de 

las Naciones Unidas, celebrada el 13 de septiembre de 2017, con el voto a favor del 

Estado Mexicano, establece, en sus artículos 1, 4, 5 y 19 lo siguiente: 

 

“Artículo 1. Los indígenas tienen derecho, como pueblos o como individuos, al 

disfrute pleno de todos los derechos humanos y las libertades fundamentales 

reconocidos en la Carta de las Naciones Unidas, la Declaración Universal de 

Derechos Humanos y las normas internacionales de derechos humanos.  

 

Artículo 4. Los pueblos indígenas, en ejercicio de su derecho a la libre 

determinación, tienen derecho a la autonomía o al autogobierno en las cuestiones 

relacionadas con sus asuntos internos y locales, así como a disponer de medios 

para financiar sus funciones autónomas.  

Artículo 5. Los pueblos indígenas tienen derecho a conservar y reforzar sus propias 

instituciones políticas, jurídicas, económicas, sociales y culturales, manteniendo a 

la vez su derecho a participar plenamente, si lo desean, en la vida política, 

económica, social y cultural del Estado.  

 

Artículo 19. Los Estados celebrarán consultas y cooperarán de buena fe con los 

pueblos indígenas interesados por medio de sus instituciones representativas antes 

de adoptar y aplicar medidas legislativas o administrativas que los afecten, a fin de 

obtener su consentimiento libre, previo e informado.” 
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Asimismo, la Declaración y Programa de Acción de Durban5, la cual tiene como 

objetivo primordial dar una serie de lineamientos a los Estados, a las organizaciones 

no gubernamentales y al sector privado para emprender una verdadera y frontal 

lucha contra el racismo, y lo cuales que fueron presentados durante la Conferencia 

Mundial contra el Racismo, la Discriminación Racial, la Xenofobia y las Formas 

Conexas de Intolerancia, llevada a cabo en la ciudad de Durban, Sudáfrica el 31 de 

agosto y el 8 de septiembre de 2001; recomienda que los estados examinen, de 

conformidad con los instrumentos y normas internacionales de derechos humanos 

pertinentes, sus constituciones, leyes, ordenamientos jurídicos y políticas con el fin 

de identificar y erradicar el racismo, la discriminación racial, la xenofobia y las 

formas conexas de intolerancia, ya sean implícitos, explícitos o inherentes, contra  

los pueblos y las personas indígenas. Por lo cual se invita los estados interesados 

a cumplir y respetar los tratados y acuerdos concertados con los pueblos indígenas 

y a reconocerlos y observarlos debidamente. 

 

Por lo tanto, para que los pueblos indígenas puedan expresar libremente su propia 

identidad y ejercer sus derechos no deben ser objeto de ningún tipo de 

discriminación, lo que necesariamente implica el respeto de sus derechos humanos 

y libertades fundamentales. 

 

En ese sentido, actualmente se está haciendo un esfuerzo por garantizar el 

reconocimiento universal de estos derechos en las negociaciones acerca del 

proyecto de declaración sobre los derechos de los pueblos indígenas. 

 

En ese orden, la Declaración Americana sobre los Derechos de los Pueblos 

Indígenas10, aprobada en la segunda sesión plenaria de la Organización de Estados 

                                                           
10 https://www.oas.org/es/sadye/documentos/res-2888-16-es.pdf 

 



 
 

  Consejo General Electoral 
 

31 
 
 

 

Americanos, celebrada el 14 de junio de 2016, con el voto favorable del Estado 

Mexicano, establece lo siguiente: 

 

“Artículo XXXI 

1. Los Estados garantizarán el pleno goce de los derechos civiles, políticos, económicos, 

sociales, culturales de los pueblos indígenas, así como su derecho a mantener su identidad 

cultural, espiritual y tradición religiosa, cosmovisión, valores y a la protección de sus lugares 

sagrados y de culto y de todos los derechos humanos contenidos en la presente 

Declaración.  

 

2. Los Estados promoverán, con la participación plena y efectiva de los pueblos 

indígenas, la adopción de las medidas legislativas y de otra índole, que fueran 

necesarias para hacer efectivos los derechos reconocidos en esta Declaración. 

 

Artículo XXXVIII  

1. La Organización de los Estados Americanos, sus órganos, organismos y 

entidades tomarán las medidas necesarias para promover el pleno respeto, la 

protección y la aplicación de las disposiciones contenidas en esta Declaración y 

velarán por su eficacia.” 

 

De forma similar, la Corte Interamericana de Derechos Humanos, dentro del caso 

de la Organización indígena Yapti Tasba Masraka Nanih AslaTakanka (YATAMA) 

vs. Nicaragua, estableció en la Sentencia del 23 de junio de 2005 la obligación de 

garantizar el goce de los derechos políticos.  

 

La Corte entiende que, de conformidad con los artículos 1.1, 2, 23 y 24 de la 

Convención7, el Estado tiene la obligación de garantizar el goce de los derechos 

políticos, lo cual implica que la regulación del ejercicio de dichos derechos y su 

aplicación sean acordes al principio de igualdad y no discriminación, y debe adoptar 
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las medidas necesarias para garantizar su pleno ejercicio. Dicha obligación de 

garantizar, no se cumple con la sola expedición de normativa que reconozca 

formalmente dichos derechos, sino requiere que el Estado adopte las medidas 

necesarias para garantizar su pleno ejercicio, considerando la situación de debilidad 

o desvalimiento en que se encuentran los integrantes de ciertos sectores o grupos 

sociales. 

 

Bajo ese tenor, de acuerdo con el inciso a) del Artículo 29 de la Convención no se 

puede limitar el alcance pleno de los derechos políticos de manera que su 

reglamentación o las decisiones que se adopten en aplicación de esta se conviertan 

en un impedimento para que las personas participen efectivamente en la conducción 

del Estado o se torne ilusoria dicha participación, privando a tales derechos de su 

contenido esencial. 

 

De acuerdo con el artículo 23.2 de la Convención se puede reglamentar el ejercicio 

de los derechos y oportunidades. La restricción debe encontrarse prevista en una 

ley, no ser discriminatoria, basarse en criterios razonables, atender a un propósito 

útil y oportuno que la torne necesaria para satisfacer un interés público imperativo, 

y ser proporcional a ese objetivo. Cuando hay varias opciones para alcanzar ese 

fin, debe escogerse la que restrinja menos el derecho protegido y guarde mayor 

proporcionalidad con el propósito que se persigue. 

 

Los Estados pueden establecer estándares mínimos para regular la participación 

política, siempre y cuando sean razonables de acuerdo con los principios de la 

democracia representativa. Dichos estándares, deben garantizar, entre otras, la 

celebración de elecciones periódicas, libres, justas y basadas en el sufragio 

universal, igual y secreto como expresión de la voluntad de los electores que refleje 

la soberanía del pueblo, tomando en cuenta que, según lo dispuesto en el artículo 
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6 de la Carta Democrática Interamericana, promover y fomentar diversas formas de 

participación fortalece la democracia, para lo cual se pueden diseñar normas 

orientadas a facilitar la participación de sectores específicos de la sociedad, tales 

como los miembros de las comunidades indígenas y étnicas. 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 

La Constitución General su artículo 1, establece lo siguiente:  

“En los Estados Unidos Mexicanos todas las personas gozarán de los derechos 

humanos reconocidos en esta Constitución y en los tratados internacionales de 

los que el estado mexicano sea parte, así como de las garantías para su 

protección, cuyo ejercicio no podrá restringirse ni suspenderse, salvo en los 

casos y bajo las condiciones que esta Constitución establece.  

Las normas relativas a los derechos humanos se interpretarán de conformidad 

con esta Constitución y con los tratados internacionales de la materia 

favoreciendo en todo tiempo a las personas la protección más amplia. 

Todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, tienen la obligación 

de promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos de 

conformidad con los principios de universalidad, interdependencia, 

indivisibilidad y progresividad. En consecuencia, el Estado deberá prevenir, 

investigar, sancionar y reparar las violaciones a los derechos humanos, en los 

términos que establezca la ley. 

Está prohibida la esclavitud en los Estados Unidos Mexicanos. Los esclavos del 

extranjero que entren al territorio nacional alcanzarán, por este solo hecho, su 

libertad y la protección de las leyes. 

Queda prohibida toda discriminación motivada por origen étnico o nacional, el 

género, la edad, las discapacidades, la condición social, las condiciones de 

salud, la religión, las opiniones, las preferencias sexuales, el estado civil o 
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cualquier otra que atente contra la dignidad humana y tenga por objeto anular o 

menoscabar los derechos y libertades de las personas”.  

Por su parte el Artículo 2 establece que la Nación Mexicana es única e indivisible y 

a la letra dice: 

“La Nación tiene una composición pluricultural sustentada originalmente en 

sus pueblos indígenas que son aquellos que descienden de poblaciones que 

habitaban en el territorio actual del país al iniciarse la colonización y que 

conservan sus propias instituciones sociales, económicas, culturales y políticas, 

o parte de ellas. 

La conciencia de su identidad indígena deberá ser criterio fundamental para 

determinar a quiénes se aplican las disposiciones sobre pueblos indígenas. 

Son comunidades integrantes de un pueblo indígena, aquellas que formen una 

unidad social, económica y cultural, asentadas en un territorio y que reconocen 

autoridades propias de acuerdo con sus usos y costumbres. 

El derecho de los pueblos indígenas a la libre determinación se ejercerá en un 

marco constitucional de autonomía que asegure la unidad nacional. El 

reconocimiento de los pueblos y comunidades indígenas se hará en las 

constituciones y leyes de las entidades federativas, las que deberán tomar en 

cuenta, además de los principios generales establecidos en los párrafos 

anteriores de este artículo, criterios etnolingüísticos y de asentamiento físico. 

A. Esta Constitución reconoce y garantiza el derecho de los pueblos y las 

comunidades indígenas a la libre determinación y, en consecuencia, a la 

autonomía para: 

1. Decidir sus formas internas de convivencia y organización social, económica, 

política y cultural. 

 

2. Aplicar sus propios sistemas normativos en la regulación y solución de sus 

conflictos internos, sujetándose a los principios generales de esta Constitución, 
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respetando las garantías individuales, los derechos humanos y, de manera 

relevante, la dignidad e integridad de las mujeres. La ley establecerá los casos 

y procedimientos de validación por los jueces o tribunales correspondientes. 

 

3. Elegir de acuerdo con sus normas, procedimientos y prácticas tradicionales, a 

las autoridades o representantes para el ejercicio de sus formas propias de 

gobierno interno, garantizando que las mujeres y los hombres indígenas 

disfrutarán y ejercerán su derecho de votar y ser votados en condiciones de 

igualdad; así como a acceder y desempeñar los cargos públicos y de elección 

popular para los que hayan sido electos o designados, en un marco que respete 

el pacto federal, la soberanía de los Estados y la autonomía de la Ciudad de 

México. En ningún caso las prácticas comunitarias podrán limitar los derechos 

político-electorales de los y las ciudadanas en la elección de sus autoridades 

municipales. 

 

4. Preservar y enriquecer sus lenguas, conocimientos y todos los elementos que 

constituyan su cultura e identidad. 

 

5. Conservar y mejorar el hábitat y preservar la integridad de sus tierras en los 

términos establecidos en esta Constitución.” 

 

6. Acceder, con respeto a las formas y modalidades de propiedad y tenencia de la 

tierra establecidas en esta Constitución y a las leyes de la materia, así como a 

los derechos adquiridos por terceros o por integrantes de la comunidad, al uso 

y disfrute preferente de los recursos naturales de los lugares que habitan y 

ocupan las comunidades, salvo aquellos que corresponden a las áreas 

estratégicas, en términos de esta Constitución. Para estos efectos las 

comunidades podrán asociarse en términos de ley. 
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7. Elegir, en los municipios con población indígena, representantes ante los 

ayuntamientos, observando el principio de paridad de género conforme a las 

normas aplicables. 

Las constituciones y leyes de las entidades federativas reconocerán y regularán 

estos derechos en los municipios, con el propósito de fortalecer la participación 

y representación política de conformidad con sus tradiciones y normas internas. 

8. Acceder plenamente a la jurisdicción del Estado. Para garantizar ese derecho, 

en todos los juicios y procedimientos en que sean parte, individual o 

colectivamente, se deberán tomar en cuenta sus costumbres y especificidades 

culturales respetando los preceptos de esta Constitución. Los indígenas tienen 

en todo tiempo el derecho a ser asistidos por intérpretes y defensores que 

tengan conocimiento de su lengua y cultura.  

Las constituciones y leyes de las entidades federativas establecerán las 

características de libre determinación y autonomía que mejor expresen las 

situaciones y aspiraciones de los pueblos indígenas en cada entidad, así como 

las normas para el reconocimiento de las comunidades indígenas como 

entidades de interés público. 

B. La Federación, las entidades federativas y los municipios, para promover la 

igualdad de oportunidades de los indígenas y eliminar cualquier práctica 

discriminatoria, establecerán las instituciones y determinarán las políticas 

necesarias para garantizar la vigencia de los derechos de los indígenas y el 

desarrollo integral de sus pueblos y comunidades, las cuales deberán ser 

diseñadas y operadas conjuntamente con ellos. 

(…) V. Propiciar la incorporación de las mujeres indígenas al desarrollo, 

mediante el apoyo a los proyectos productivos, la protección de su salud, el 

otorgamiento de estímulos para favorecer su educación y su participación en la 

toma de decisiones relacionadas con la vida comunitaria. (…) 

IX Consultar a los pueblos indígenas en la elaboración del Plan Nacional de 

Desarrollo y de los planes de las entidades federativas, de los Municipios y, 
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cuando proceda, de las demarcaciones territoriales de la Ciudad de México y, 

en su caso, incorporar las recomendaciones y propuestas que realicen. (…) 

Sin perjuicio de los derechos aquí establecidos a favor de las personas 

indígenas, sus comunidades y pueblos, toda comunidad equiparable a aquéllos 

tendrá en lo conducente los mismos derechos tal y como lo establezca la ley. 

(…) 

C. Esta Constitución reconoce a los pueblos y comunidades afromexicanas, 

cualquiera que sea su autodenominación, como parte de la composición 

pluricultural de la Nación. Tendrán en lo conducente los derechos señalados en 

los apartados anteriores del presente artículo en los términos que establezcan 

las leyes, a fin de garantizar su libre determinación, autonomía, desarrollo e 

inclusión social.” 

Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Baja California 

Por su parte, la Constitución Local, establece en su Capítulo IV, que el Estado acata 

plenamente y asegura a todos sus habitantes los derechos humanos reconocidos 

en la Constitución General, y en los Tratados Internacionales de los que el Estado 

Mexicano sea parte, así como las garantías para su protección, y los demás 

derechos que reconoce esa Constitución, cuyo ejercicio no podrá restringirse ni 

suspenderse, salvo en los casos y bajo las condiciones que establece la 

Constitución General. 

De forma similar, en el artículo 7, apartado A, párrafos del tercero, cuarto, quinto, 

sexto, séptimo, octavo y noveno menciona que: 

 “Esta Constitución reconoce, garantiza y protege derechos colectivos e individuales 

de pueblos indígenas y sus integrantes, quienes serán titulares de los derechos 

consagrados en esta Constitución, reconociendo como sujetos colectivos de 

derecho público a los pueblos indígenas y sus comunidades, asentados en sus 
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territorios y las comunidades indígenas residentes, con personalidad jurídica 

patrimonio propio, teniendo derecho a la libre asociación.  

Esta Constitución reconoce que el Estado Libre y Soberano de Baja California tiene 

una composición pluricultural, plurilingüe y pluriétnica sustentada en sus pueblos 

nativos y comunidades indígenas residentes.  

Entendiéndose como pueblos nativos, aquellos que descienden de poblaciones 

asentadas en el territorio actual de Baja California desde antes de la colonización y 

del establecimiento de las fronteras actuales y que conservan sus propias 

instituciones sociales, económicas, culturales y políticas, sistemas normativos 

propios, tradición histórica, territorialidad y cosmovisión, tales como los Kiliwas, 

Kumiais, Pa Ipais, Cucapás, Cochimíes y Ku´ahles, así como a las comunidades 

que conforman estos pueblos. 

Mientras que las comunidades indígenas residentes temporales o permanentes son 

una unidad política, social, económica y cultural de personas que forman parte de 

pueblos indígenas de otras regiones del país, que se han asentado en Baja 

California y que en forma comunitaria reproducen total o parcialmente sus 

instituciones, sistemas normativos y tradiciones. 

Esta Constitución reconoce el derecho a la autoadscripción de los pueblos nativos 

y comunidades indígenas residentes y de sus integrantes. La conciencia de su 

identidad indígena, deberá ser criterio fundamental para determinar a los sujetos 

que se aplicarán las disposiciones en la materia contenidas en la presente 

Constitución. 

Los pueblos nativos y comunidades indígenas residentes tienen derecho a la libre 

determinación, a fin de determinar libremente su condición política, su desarrollo 

económico, social y cultural, la cual se ejercerá en un marco constitucional de 

autonomía que asegure la unidad nacional en los términos que establece esta 

Constitución.  
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De conformidad con lo que establece la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, en su artículo 2, las Comunidades indígenas tienen derecho a elegir de 

acuerdo con sus normas, procedimientos y prácticas tradicionales, a las autoridades 

o representantes para el ejercicio de sus formas propias de gobierno interno, 

garantizando que las mujeres y los hombres indígenas disfrutarán y ejercerán su 

derecho de votar y ser votados en condiciones de igualdad; así como acceder y 

desempeñar los cargos públicos y de elección popular para los que hayan sido 

electos o designados, en un marco que respete el pacto federal, la soberanía del 

Estado. En ningún caso las prácticas comunitarias podrán limitar los derechos 

político-electorales de las y los ciudadanos en la elección de sus autoridades. 

Las autoridades de Baja California reconocen esta autonomía y establecerán las 

partidas presupuestales específicas destinadas al cumplimiento de sus derechos, 

así como la coordinación conforme a la ley en la materia. 

Las formas de organización político administrativas, incluyendo a las autoridades 

tradicionales y representantes de los pueblos nativos y comunidades indígenas 

residentes, serán elegidas de acuerdo con sus propios sistemas normativos y sus 

respectivos procedimientos, y serán reconocidos en el ejercicio de sus funciones por 

las autoridades de Baja California. 

Además, los pueblos nativos y comunidades indígenas residentes tienen derecho a 

participar plenamente en la vida política, económica, social y cultural de Baja 

California.  

Asimismo, esta Constitución garantiza el derecho a establecer sus propios medios 

de comunicación en sus lenguas. Se salvaguarda el derecho a preservar, revitalizar, 

utilizar, fomentar, mantener y transmitir su cultura. Se garantizará el derecho a 

mantener y establecer sus propias formas de desarrollo, a la consulta bajos los 

principios del consentimiento, libre, previo e informado, a la educación intercultural 

en sus propias lenguas, al acceso a la jurisdicción de Baja California en sus lenguas, 

a la tierra, al territorio y a los recursos naturales, así como proteger y garantizar el 
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respeto de su dignidad humana, así como las condiciones dignas de trabajo y 

remuneración. 

En términos del inciso C) del artículo 2, de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos, esta Constitución reconoce a los pueblos y comunidades 

afromexicanas, cualquiera que sea su autodenominación, como parte de la 

composición pluricultural del Estado. Tendrán en lo conducente los derechos 

señalados en los párrafos anteriores del presente artículo en los términos que 

establezcan las leyes, a fin de garantizar su libre determinación, autonomía, 

desarrollo e inclusión social.” 

Bajo ese orden, la Ley Electoral, contempla diversas disposiciones para personas 

pertenecientes a los pueblos y comunidades indígenas y afromexicanas en 

observancia al principio de igualdad sustantiva, por lo que se destacan los 

siguientes artículos: 

“Artículo 30.  

Las Presidentas o Presidentes Municipales, Regidoras o Regidores y Síndicas o 

Síndicos interesados en la elección consecutiva en términos de lo dispuesto en el 

párrafo anterior, deberán manifestarlo a su partido político por escrito y con veinte 

días de anticipación al inicio de las precampañas, de no hacerse en los términos 

antes señalados, se entenderá que no están interesados en la elección consecutiva. 

En virtud de lo anterior, los partidos políticos en la determinación de los criterios para 

garantizar la paridad de género en sus métodos de selección de candidatos deberán 

respetar el criterio de paridad de género en su aspecto cualitativo y cuantitativo, así 

como el principio de igualdad sustantiva para personas pertenecientes a una 

comunidad indígena o afromexicanas. 

Para los efectos de lo previsto en la última parte del párrafo anterior, las y los 

candidatos a las Presidencias Municipales, Regidurías y Sindicaturas, interesados 

en la elección consecutiva deberán acreditar con documentación actualizada al 

proceso electoral al que deseen participar su pertenencia a una comunidad indígena 

o afromexicana. (…) 
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Artículo 35. Son fines del Instituto Estatal: I. Contribuir al desarrollo de la vida 

democrática en el Estado; (…) 

VIII. Garantizar el principio de igualdad sustantiva. (…) 

Artículo 140 Bis. De la totalidad de solicitudes de registro de las candidaturas a 

Diputaciones y Munícipes que presenten los partidos políticos o las coaliciones ante 

el Instituto, deberán salvaguardar el principio de igualdad sustantiva. 

En todo caso los partidos políticos o las coaliciones deberán de postular en sus 

candidaturas a diputaciones, por lo menos dos fórmulas integradas por personas de 

la comunidad indígena o afromexicana; así como una formula en el caso de 

munícipes. 

El Instituto reglamentara las formas, procedimientos o métodos para acreditar, que 

los candidatos postulados bajo el principio de igualdad sustantiva, pertenecen al 

pueblo indígena o afromexicano que manifiestan que manifiestan. 

Sera obligación de los partidos políticos o de los titulares de las candidaturas 

independientes, acreditar de acuerdo con la reglamentación expedida por el 

Instituto, el que pertenecen al pueblo indígena o afromexicano que manifiestan. 

La postulación de las candidaturas que se establecen en este artículo no son 

limitativas, por lo que adicionalmente los partidos políticos podrán incluir más 

candidaturas en razón del principio de igualdad sustantiva. 

Las postulaciones acreditadas y que sean procedentes para sus registros, que 

garantizan el principio de igualdad sustantiva serán dadas a conocer mediante 

dictamen público expedido por la autoridad electoral, además se realizará la 

publicación en las lenguas originarias en la entidad y se les dará la máxima difusión 

para el conocimiento de las comunidades y pueblos indígenas. 

Artículo 141. Hecho el cierre de registro de candidaturas, si un partido político o 

coalición no cumple con lo establecido en los artículos 139 140 y 140 BIS que 

anteceden, el Consejo General le requerirá en primera instancia para que un plazo 
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de cuarenta y ocho horas, contadas a partir de la notificación, rectifique la solicitud 

de registro de candidaturas y le apercibirá de que, en caso de no hacerlo le hará 

una amonestación pública (…) 

Artículo 330. Las resoluciones o sentencias deberán hacerse constar por escrito y 

contendrán lo siguiente: 

I. Fecha y lugar en que se dicta; 

II. Resumen de los hechos o puntos de derecho controvertidos; 

III. Análisis de los agravios, así como el examen y valoración de las pruebas 

admitidas, en su caso; 

IV. Fundamentos jurídicos; 

V. Puntos resolutivos, y 

VI. En su caso, el plazo para su cumplimiento. 

En los casos relacionados con derechos de pueblos, comunidades y personas 

indígenas y afromexicanas, el Tribunal deberá juzgar con perspectiva intercultural 

conforme a la Constitución Federal, los instrumentos internacionales de los que 

México es parte y la Jurisprudencia aplicable de la Sala Superior del Tribunal 

Electoral del Poder Judicial de la Federación y de la Suprema Corte de Justicia de 

la Nación. El Tribunal también estará obligado a juzgar con perspectiva de género. 

Artículo 338. Constituyen infracciones de los partidos políticos, cuando: (…)  

XIII. Postulen candidatas o candidatos bajo el principio de igualdad sustantiva sin 

pertenecer a los pueblos indígenas o afromexicanos que protege dicho principio. 

Sobre Autoadscripción Calificada en criterios del Tribunal Federal Electoral 

del Poder Judicial de la Federación 
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Con base en lo previsto en el artículo 2° de lo Constitución General, y derivado del 

reconocimiento de los derechos político-electorales de las personas indígenas en 

Baja California, así como del entramado jurídico antes referenciado, y lo establecido 

en la jurisprudencia 12/2013, de rubro: COMUNÍDADES INDÍGENAS. EL 

CRÍTERIO DE AUTOADSCRIPCIÓN ES SUFICIENTE PARA RECONOCER A 

SUS INTEGRANTES,11 así como en la jurisprudencia 3/2023 de rubro: 

COMUNIDADES INDÍGENAS. LOS PARTIDOS POLITICOS DEBEN 

PRESENTAR ELEMENTOS QUE DEMUESTREN EL VÍNCULO DE LA PERSONA 

QUE PRETENDEN POSTULAR CON LA COMUNIDAD A LA QUE PERTENECE, 

EN CUMPLIMIENTO A UNA ACCIÓN AFIRMATIVA12; es posible diferenciar 

jurídicamente entre la autoadscripción indígena simple y la autoadscripción 

calificada, que es aquella que necesita el reconocimiento de quienes integran una 

determinada comunidad indígena.  

Dicha diferenciación, implica reconocer cuándo cobra exigibilidad uno y otro tipo de 

adscripción. Al respecto, la Sala Superior ha sostenido que la autoadscripción 

simple es suficiente para reconocer a una persona como integrante de dichas 

comunidades, cuando acude a la jurisdicción del Estado. Ello, ya que el hecho de 

que una persona o grupo de personas se identifiquen y auto adscriban con el 

carácter de indígenas es suficiente para considerar que deben gozar de los 

derechos que de esa pertenencia se derivan.  

Bajo esa línea, las garantías se refieren al acceso a la jurisdicción de la manera más 

flexible, en tanto que el sistema democrático se fortalece cuando se hacen respetar 

los derechos políticos mediante una tutela judicial efectiva. Sin embargo, el criterio 

jurídico puntualiza que ello no implica que el órgano de justicia deba acoger de 

                                                           
11 Consultable en la Gaceta de Jurisprudencias y Tesis en Materia Electoral del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación: 
https://www.te.gob.mx/IUSEapp/tesisjur.aspx?idtesis=12/2013&tpoBusqueda=S&sWord=12/2013  

12  Consultable en la Gaceta de Jurisprudencias y Tesis en Materia Electoral del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación: 
https://www.te.gob.mx/IUSEapp/tesisjur.aspx?idtesis=3/2023&tpoBusqueda=S&sWord=  
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forma favorable su pretensión, porque para ello se deben valorar los contextos 

fácticos y normativos, así como las pruebas del asunto que se resuelve.  

No obstante, tratándose de la postulación de candidaturas de adscripción indígena, 

con el propósito de hacer efectiva la acción afirmativa dirigida a personas miembros 

de pueblos y comunidades indígenas, así como de tutelar el principio de certeza, 

resulta necesario que, en la postulación de tales candidaturas, los partidos políticos 

presenten elementos objetivos con los que acrediten la autoadscripción calificada 

basada en elementos objetivos. Por tanto, además de la declaración respectiva, los 

partidos políticos deberán presentar elementos que demuestren el vínculo de la 

persona que se pretende postular con la comunidad a la que pertenece a través de 

los medios de prueba idóneos para ello, tales como constancias expedidas por las 

autoridades de la comunidad o población indígena, en términos del sistema 

normativo interno correspondiente.  

Lo anterior, a fin de que la acción afirmativa verdaderamente se materialice, para lo 

cual, es necesario demostrar el vínculo efectivo con las constancias que emiten las 

instituciones sociales, económicas, culturales y políticas distintivas de la comunidad 

a la que se pertenece. Con la finalidad de garantizar que la ciudadanía vote 

efectivamente por candidaturas indígenas, asegurando que las personas electas 

representarán los intereses reales de los grupos en cuestión. En ese sentido las 

autoridades y los actores políticos tienen el deber de vigilar que esas candidaturas 

postuladas, sean ocupadas por personas indígenas con vínculos a sus 

comunidades que pretenden representar y evitar una autoadscripción no legítima. 

Por tanto, es imperioso diferenciar entre la sola conciencia de identidad como parte 

de un deseo de autodeterminación y acceso a la jurisdicción del Estado y aquella 

que necesita la validación de los que comparten dicha autodeterminación, regido 

por elementos en común, que se hace exigible para el acceso a una candidatura de 

adscripción indígena. 
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Regulaciones emprendidas en el Proceso Electoral Local 2020-2021 por parte 

del Instituto Electoral 

Bajo este orden, para diferenciar las particularidades de una y otra figura, en el 

Proceso Electoral Local Ordinario 2020-2021 en Baja California, en los 

LINEAMIENTOS PARA GARANTIZAR EL CUMPLIMIENTO DE LOS PRINCIPIOS 

CONSTITUCIONALES DE PARIDAD DE GÉNERO, IGUALDAD SUSTANTIVA Y 

NO DISCRIMINACIÓN EN LA POSTULACIÓN DE CANDIDATURAS Y EN LA 

ETAPA DE RESULTADOS DEL PROCESO ELECTORAL LOCAL ORDINARIO 

2020-2021 EN BAJA CALIFORNIA, se dispuso el artículo 21 lo siguiente:  

“De la Autoadscripción. 

1. Simple. Consiste en la manifestación expresa de auto identificarse come 

perteneciente a un grupo étnico, o bien puede traducirse come la identidad cultural 

de una persona. 

2. Calificada. La auto-adscripción calificada es una condición personal inherente, en 

tanto que define una relación de pertenencia de una persona a una comunidad 

culturalmente diferenciada, se encuentra compuesta del reconocimiento que 

jurídicamente debe ser demostrada con medios de prueba.  

3. Será obligación de los partidos políticos o de los titulares de las candidaturas 

independientes, acreditar la autoadscripción de quienes soliciten su registro y que 

se ostenten come candidatura indígena. 

Además, tendrán la carga de presentar la documentación eficaz e idónea en la que 

se pueda advertir, con cierto grado de certidumbre, que la candidatura postulada 

posee la calidad de indígena, puesto que la auto adscripción calificada tiene como 

finalidad acreditar el vínculo comunitario entre la persona postulada y la comunidad 

que pretende representar, esto permite garantizar la postulación de ciudadanos y 

ciudadanas que efectivamente son pertenecientes a las comunidades indígenas 



 
 

  Consejo General Electoral 
 

46 
 
 

 

4. Los partidos políticos y quienes sean titulares de las candidaturas independientes, 

deberán comprobar de manera ejemplificativa y enunciativa (mas no limitativa), con 

las documentales (constancias, actas o demás documentos) que las personas que 

se pretenden registrar como indígenas, cumplan con lo siguiente:  

• Que hayan prestado en algún memento servicios o actividades comunitarias, 

hayan desempeñado cargos tradicionales en la comunidad, o participado en la 

organización de las ceremonias o actividades tradicionales o que hayan sido elegida 

o elegida como autoridad comunitaria, con base al sistema de usos y costumbres 

de la población o distrito por el que pretenda ser postulada la persona.  

• Que sea partícipe en reuniones de trabajo, destinadas a mejorar la comunidad o 

para resolver los conflictos que se presenten en torno a ellas, dentro de la población, 

comunidad o distrito por el que pretende ser postulado.  

• Que sea representante de alguna comunidad o asociación indígena que tenga 

como finalidad mejorar o conservar sus instituciones, o cualquier otra actividad en 

la que se verifique que aquella persona que se postula como indígena tiene un 

vínculo con la comunidad o pueblo que represente dentro de la contienda electoral. 

• Cualquier otra documental amplia, que avale cualquiera de las anteriores 

circunstancias y que tenga como fin acreditar lo relación de la persona candidata 

ante un determinado grupo o lugar de personas indígenas, estas serán revisadas 

por el Instituto Electoral de forma casuística y bajo una perspectiva intercultural. 

1. Aquellas documentales podrán ser emitidas por las autoridades correspondientes, 

reconocidas por las propias comunidades o pueblos indígenas que estas 

representan.  

2. A falta de documentales que acrediten la auto adscripción calificada, el Instituto 

Electoral procederá a realizar el trámite procedimental, previsto en los artículos 26 

y 27 de estos lineamientos.  
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3. Las postulaciones acreditadas y que sean procedentes para sus registros, serán 

dados a conocer mediante dictamen público, además se realizará la publicación en 

las lenguas originarias en la entidad y se les dará la máxima difusión para el 

conocimiento de las comunidades y pueblos indígenas.” 

De lo transcrito, se desprende que, a partir del Proceso Electoral Local Ordinario 

2020-2021, el Consejo General estableció los lineamientos a través de los cuales 

los partidos políticos y coaliciones cumplirían con la adscripción calificada indígena 

en sus postulaciones. 

Por otra parte, el artículo 2, Apartado C, de la Constitución General reconoce a los 

pueblos y comunidades afromexicanas los mismos derechos que a los pueblos y 

las comunidades indígenas. Del mismo modo, el artículo 140 Bis, tercer párrafo de 

la Ley Electoral, dispone que el Instituto reglamentará las formas, procedimientos o 

métodos para acreditar, que las y los candidatos postulados bajo el principio de 

igualdad sustantiva, pertenecen al pueblo indígena o afromexicano que manifiestan. 

Bajo tales consideraciones, y toda vez que por mandato constitucional los pueblos 

afromexicanos deben recibir un trato igual al de las comunidades indígenas, es 

menester que para este proceso electoral también se establezcan los requisitos a 

través de los cuales habrá de acreditarse la adscripción calificada para personas 

pertenecientes a pueblos y comunidades afromexicanas. En tal sentido, las formas 

de cumplimiento de dicha adscripción se entenderán en ambas vertientes, es decir, 

aplicarán tanto para comunidades indígenas como para afromexicanas.  

Es así como en los “Lineamientos para Garantizar el Principio de Igualdad 

Sustantiva a las personas pertenecientes a los Pueblos y Comunidades Indígenas 

o Afromexicanas en la Postulación de Candidaturas, así como de la Integración de 

Órganos de Elección Popular del Proceso Electoral Local Ordinario 2023-2024 en 

Baja California” se especifican las reglamentaciones para acreditar el vínculo con 
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alguna comunidad indígena o afromexicana, las documentales que se usaran para 

tal fin, así como del procedimiento de verificación. 

A. Aspectos Generales 

I. Materia del procedimiento de verificación 

En el presente protocolo se busca normar el procedimiento de diligencias de 

verificación, para corroborar las documentales presentadas para determinar si se 

acredita o no el vínculo efectivo de la persona candidata con el pueblo y la 

comunidad indígena o afromexicana a la cual pertenece. El procedimiento implica 

la visita al domicilio señalado por el partido político, coalición o candidatura 

independiente para localizar a la autoridad indígena o afromexicana, tradicional o 

comunitaria, o a quien emitió las documentales.  

Será materia del procedimiento toda candidatura postulada bajo el principio de 

igualdad sustantiva a las personas pertenecientes a los pueblos y comunidades 

indígenas o afromexicanas por parte de los partidos políticos, coaliciones o 

candidaturas independientes 

La información obtenida se documentará en un expediente que, en caso de ser 

necesario, se remitirá a la UAI, además, de permitir la presencia de 

intérpretes/traductores de lenguas indígenas durante la verificación, de ser el caso. 

II. Enfoques a observar durante el procedimiento de verificación 

Perspectiva de género 

De acuerdo a la Ley General para la Igualdad entre Mujeres y Hombres, que en su 

artículo 5º, fracción VI define la perspectiva de género como: “la metodología y los 

mecanismos que permiten identificar, cuestionar y valorar la discriminación, 

desigualdad y exclusión de las mujeres, que se pretende justificar con base en las 
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diferencias biológicas entre mujeres y hombres, así como las acciones que deben 

emprenderse para actuar sobre los factores de género y crear las condiciones de 

cambio que permitan avanzar en la construcción de la igualdad de género.” 

Por su parte la Ley General de Acceso de las Mujeres a una vida libre de Violencia 

en el artículo 5º, fracción IX la define como: “Una visión científica, analítica y política 

sobre las mujeres y los hombres. Se propone eliminar las causas de la opresión de 

género como la desigualdad, la injusticia y la jerarquización de las personas basada 

en el género. Promueve la igualdad entre los géneros a través de la equidad, el 

adelanto y el bienestar de las mujeres; contribuye a construir una sociedad en donde 

las mujeres y los hombres tengan el mismo valor, la igualdad de derechos y 

oportunidades para acceder a los recursos económicos y a la representación política 

y social en los ámbitos de toma de decisiones".  

En esta tesitura, desde esa perspectiva, el procedimiento que se lleve a cabo para 

verificar las documentales presentadas, con la finalidad de contar con elementos 

que permitan un análisis de los elementos presentados, deberá realizarse desde un 

enfoque que permita el ejercicio de los derechos y la participación activa de las 

mujeres según corresponda, integrantes de las comunidades, pueblos indígenas y 

afromexicanas. 

La interculturalidad 

Al incluir la interculturalidad, se tiene que tomar en cuenta las distintas visiones, 

perspectivas y formas de organizarse, a fin de reconocer las distintas expresiones 

culturales. En este sentido, se requiere diálogo e interacción entre los diferentes 

individuos, pueblos y culturas en un marco de respeto, equidad y 

complementariedad, así como la voluntad de convivencia entre personas y pueblos 

con identidades culturales plurales, variadas y dinámicas, conscientes de su 

interdependencia. Sobre este aspecto, la Sala Superior del TEPJF, ha establecido 
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que una perspectiva intercultural debe garantizar en mayor medida los derechos 

colectivos e individuales de los pueblos. 

Desde una perspectiva de integración como enfoque en el procedimiento, la 

interculturalidad es el establecimiento de un diálogo genuino entre las partes 

involucradas, que son parte de dos culturas distintas. Se caracteriza por la 

comunicación, el entendimiento, el respeto mutuo y la buena fe, con el deseo 

sincero de llegar acuerdos conforme lo que busca cada parte. 

Para ello, en el procedimiento que se realice, se deberán de ser el caso, contar con 

intérpretes que acompañen a realizar la diligencia de verificación. Por otra parte, se 

deberá atender a las particularidades de cada caso en torno sus formas de 

organización. 

Interseccionalidad 

De acuerdo al INE en su “Protocolo del instituto nacional electoral para la atención 

a víctimas y la elaboración del análisis de riesgo en los casos de violencia política 

contra las mujeres en razón de género”, la interseccionalidad es la perspectiva que 

se centra en las desigualdades sociales y analiza el sistema de estructuras de 

opresión y discriminación múltiples y simultáneas, que promueven la exclusión e 

impiden el desarrollo de las personas por la intersección de más de una forma de 

discriminación. Esta perspectiva ofrece un modelo de análisis que permite 

comprender cómo determinadas personas son discriminadas por múltiples razones 

y, por consiguiente, el acceso y ejercicio de sus derechos se ve restringido en más 

de una forma. Contribuye a diseccionar con más precisión las diferentes realidades 

en las que se encuentran las personas pertenecientes a un pueblo o comunidad 

indígena o afromexicana. 
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Derechos humanos 

El artículo 1º de la CPEUM establece que en los Estados Unidos Mexicanos todas 

las personas gozarán de los derechos humanos reconocidos en la misma y en los 

tratados internacionales de los que el estado mexicano sea parte, así como de las 

garantías para su protección, cuyo ejercicio no podrá restringirse ni suspenderse, 

salvo en los casos y bajo las condiciones que la propia Constitución general 

establece. 

Asimismo, señala que las normas relativas a los derechos humanos se interpretarán 

de conformidad con la Constitución general y con los tratados internacionales de la 

materia, favoreciendo en todo tiempo a las personas la protección más amplia, y 

que todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, tienen la obligación 

de promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos de conformidad 

con los principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad. 

En consecuencia, el Estado deberá prevenir, investigar, sancionar y reparar las 

violaciones a los derechos humanos, en los términos que establezca la ley. 

Finalmente, este enfoque señala que queda prohibida toda discriminación motivada 

por origen étnico o nacional, el género, la edad, las discapacidades, la condición 

social, las condiciones de salud, la religión, las opiniones, las preferencias sexuales, 

el estado civil o cualquier otra que atente contra la dignidad humana y tenga por 

objeto anular o menoscabar los derechos y libertades de las personas. 

III. Personas a las que se aplicará el procedimiento de verificación 

El procedimiento de verificación aplicará para cualquier candidatura que aspire a un 

cargo de elección popular en el PELO 2023-2024 bajo el principio de igualdad 

sustantiva a las personas pertenecientes a los pueblos y comunidades indígenas o 

afromexicanas, ya sea porque forman parte de la planilla que aspira a gobernar 
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cualquiera de los siete municipios que componen la entidad, o, alguna de las 17 

diputaciones locales. 

IV. Autoridad Responsable del procedimiento de verificación 

Las autoridades responsables de desahogar el procedimiento de verificación de la 

constancia de Adscripción Indígena o Afromexicana y de carta de adscripción 

presentadas por los partidos políticos o coaliciones, así como las candidaturas 

independientes son el Consejo Distrital que corresponda en coordinación con la UAI, 

conforme a la demarcación territorial del domicilio de la autoridad indígena o 

afromexicana que emitió la constancia de adscripción como la carta de adscripción. 

B. Del Procedimiento de Verificación 

I. Etapa de Registro de candidatura 

Para desencadenar el procedimiento de verificación, el La Secretaría Fedataria o el 

funcionario público del Consejo Distrital que cuente con fe pública según corresponda, en 

coordinación con la UAI tendrán que contar con los elementos necesarios para llevarlo a 

cabo. Es por ello que primero, el partido político, la coalición o la candidatura 

independiente que postula tendrá que registrar ante la autoridad electoral que 

corresponda su candidatura, en observancia al principio de igualdad sustantiva para 

personas pertenecientes a un pueblo o comunidad indígena o afromexicana. 

Durante el procedimiento de registro de las candidaturas por parte del partido político, 

coalición o la candidatura independiente que se postule, conforme a los Lineamientos y 

al artículo 146 de la Ley Electoral, deberán presentar, para garantizar la pertenencia y el 

vínculo al pueblo y a la comunidad a la que pertenecen, atendiendo a las instituciones, 

autoridades y procedimientos con los que las propias comunidades y pueblos indígenas 

o afromexicanas reconocen a sus integrantes, los siguientes documentos: 
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1. Carta de autoadscripción indígena (anexo primero) 

2. Constancia de adscripción (el formato depende de su sistema normativo) 

3. Carta de adscripción (anexo segundo) 

La Secretaría del Consejo General o del Consejo Distrital, dentro del ámbito de su 

competencia, se encargará de verificar la recepción de la documentación requerida. En 

el supuesto de que alguna documentación esté incompleta o ausente, la Secretaría 

Fedataria o el funcionario público del Consejo Distrital que cuente con fe pública, según 

corresponda, lo hará del conocimiento al partido político, coalición o candidatura 

independiente correspondiente sobre tal falta, dentro de los 2 días hábiles siguientes a la 

entrega de la solicitud de registro de candidatura, concediéndose 48 horas a partir de la 

notificación para corregir los errores o las omisiones señaladas. 

II. Etapa de diligencias 

Una vez que el partido político, coalición o la candidatura independiente haga entrega de 

manera completada las documentales,  la Secretaría Fedataria o el funcionario público 

del Consejo Distrital que cuente con fe pública según corresponda, en coordinación con 

la UAI acudirá a los domicilios señalados por la autoridad indígena o afromexicana 

conforme a la información contenida en la carta de adscripción (anexo segundo), con la 

finalidad de contar con elementos que permitan un análisis de lo presentado en los 

términos estipulados en el artículo 18 de los Lineamientos. 

En dichos términos, las actividades a efectuar serán: 

1. La Secretaría Fedataria o el funcionario público del Consejo Distrital que 

cuente con fe pública según corresponda, en coordinación con el personal 

de la UAI, se constituirá en el domicilio señalado por el partido político o 

coalición, así como candidaturas independientes, para localizar a la 

autoridad indígena o afromexicana, tradicional o comunitaria o a quien 

emitió la constancia. 
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2. Una vez que se encuentre el domicilio señalado, se cerciorarán que es 

correcta la ubicación, precisando en el acta circunstanciada que iniciará los 

medios que le llevaron a tal conclusión. 

Las recomendaciones que pueden auxiliar a ubicar el domicilio señalado son: 

a) Identificar nomenclatura si existiese equipamiento urbano, identificado calle, callejón, 

avenida, camino, así como número, manzana, lote, parcela, o similar; 

b) Al no existir equipamiento urbano que señale el domicilio, preguntar a personas de la 

comunidad por la localización del domicilio o a las personas contenidas en la carta de 

adscripción; 

c) Alguna otra forma que se considere, demuestre elementos que lleven a la conclusión 

de estar en el domicilio adecuado. 

3. Describir las características del inmueble. 

Con la descripción del inmueble se busca certeza sobre el domicilio donde se realizó la 

diligencia, por lo que en el acta se deberán contener elementos descriptivos del inmueble, 

tales como: características perimetrales del inmueble (cerco, valla, barda, alambrado, 

entre otros), material de construcción del inmueble (madera, concreto, cartón, lamina, 

adobe, metal, o algún otro), color del inmueble, Si se tratase de una construcción de un 

nivel o varios niveles, características de inmuebles aledaños de ser el caso. 

 

4. Señalar si tocó el timbre o la puerta y cuántas veces lo realizó. 

Una vez identificado el inmueble y descritas las características, dependiendo de las 

características perimetrales y accesibilidad, se debe señalar la forma en que se 

estableció el contacto. La forma más común y que son las que se señalan, son las 

de tocar un timbre o llamar a la puerta, no obstante, podría darse el caso que se 

realicen otras formas de establecer un primero contacto (exclamando a voz por una 

contestación al interior del inmueble por mencionar un ejemplo). 
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5. Preguntar por la autoridad indígena o afromexicana, tradicional o comunitaria o 

quien suscribió la constancia de adscripción calificada indígena o afromexicana. 

Una vez que alguna persona mayor de edad atienda el llamado que se hace por parte de 

quien se encuentra realizando la diligencia, se preguntará por el nombre completo y cargo 

de la autoridad indígena o afromexicana según corresponda para que indiquen si quien se 

identifica es la autoridad indígena o afromexicana, o en su defecto, es una persona distinta 

a la que va dirigida la diligencia. Se recuerda que tanto en la constancia de adscripción, 

como en la carta de adscripción. se contienen el o los nombres de quien o quienes son la 

autoridad indígena o afromexicana conforme al sistema normativo vigente en dicha 

comunidad. 

 

6. Si se encuentra la autoridad indígena o afromexicana, tradicional o 

comunitaria o quien expidió la constancia, solicitar que acredite su 

personalidad con identificación con fotografía y el nombramiento respectivo 

en su caso. 

 

7. Describir la identificación exhibida por la autoridad indígena o afromexicana, 

tradicional o comunitaria o quien expidió la constancia y con quien se 

entiende la diligencia, así como el nombramiento correspondiente o 

equivalente y tomar evidencia de estos por los medios idóneos. 

En los momentos 6 y 7 es importante precisar el tipo de identificación que se está 

exhibiendo por la persona. Preferentemente tendrá que ser una identificación 

expedida por alguna autoridad de gobierno. Las más comunes son la credencial 

para votar con fotografía, el pasaporte mexicano vigente, o la licencia de conducir, 

pero también existen otras instancias que otorgan credenciales y son autoridades 

gubernamentales especializadas en atender a las poblaciones indígenas y 

afromexicanas, como lo es el INPI. 
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Ahora bien, en cuanto a el nombramiento que ostenta a la persona a la que se va 

realizar la diligencia va depender de la naturaleza de su sistema normativo. Se 

recuerda que el reconocimiento de las autoridades indígenas y afromexicanas 

llevan un orden de prelación establecido en los Lineamientos en su artículo 18, 

fracción I, mismo que a continuación se replica: 

 Asamblea General comunitaria, o instituciones análogas de toma de 

decisiones reconocidas por la propia comunidad como su máximo órgano 

de autoridad. 

 Asamblea de autoridades indígenas o afromexicanas, tradicionales o 

comunitarias. 

 Autoridades indígenas o afromexicanas, tradicionales o comunitarias 

(delegaciones, agentes, comisarías, jefaturas de tenencia, autoridades de 

paraje o ayudantías, u otras según la denominación que reciban en la 

comunidad). 

 Autoridades agrarias, municipales o comunitarias (comunales o ejidales). 

Del tipo de sistema normativo con el que se rija la comunidad indígena o 

afromexicana del pueblo en cuestión, y con ello, de autoridad, va obedecer el cargo 

que ostentan la o las personas que emiten tanto la Constancia de adscripción, como 

la carta de adscripción. Dichos nombramientos o sus “equivalentes” no 

necesariamente se encontrarán en forma de un documento como pasa 

comúnmente en la tradición del derecho positivo (escrito en algún código, publicado 

y difundido principalmente) y siguen una suerte de derecho consuetudinario 

(originado por costumbres y prácticas tradicionales), es decir, muchas comunidades 

indígenas y afromexicanas llevan una tradición oral de sus Sistemas Normativos, 

por lo que, al momento de nombrar autoridades, lo hacen con el sustento de la 

palabra y el reconocimiento de quienes integran la comunidad, bajo el procedimiento 

que reconocen y aceptan. En esos casos con la finalidad de documentar dicho 
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nombramiento, se puede recurrir a testimoniales de personas que se identifiquen 

como miembros de la comunidad, a la vez, reconocen que la personas o las 

personas a las que se dirige la diligencia, son precisamente la o las autoridades 

reconocidas. 

Existe una excepción que viene normada en el artículo 34 de los Lineamientos, 

referente a un procedimiento que se lleva a cabo solamente ante la inexistencia de 

una autoridad ya sea tradicional o comunitaria que pueda emitir la constancia de 

adscripción, esta podrá ser emitida por una asamblea de las personas indígenas o 

afromexicanas que integran la comunidad. Si la comunidad establece y reconoce la 

legitimidad de este tipo de asambleas como un medio para validar y decidir quién 

es miembro de su comunidad, entonces se consideraría válido el vínculo resultante 

de dicha asamblea, obteniendo para ello, la constancia de adscripción indígena 

correspondiente (acta de asamblea). Es importante que estos procesos sean 

transparentes, participativos y respetuosos de las normas y prácticas culturales 

propias de la comunidad indígena o afromexicana, según sea el caso. 

Por otra parte, no pasa desapercibido, que, en la carta de adscripción, se manifiesta 

explícitamente que quien o quienes emitieron la Constancia de adscripción son la 

máxima autoridad del pueblo y comunidad indígena o afromexicana en cuestión, es 

decir, no existe otra autoridad en dicha comunidad de orden superior. 

8. Formular las preguntas necesarias para determinar si se acredita el vínculo 

de la persona que se pretende postular con la comunidad a la que dice 

pertenecer, tomando como guía lo señalado en el artículo 18 de los presentes 

Lineamientos. 

El momento 8 está elaborado para confrontar la información contenida en las 

diversas documentales presentadas, particularmente en el artículo 18 en la fracción 

VIII. En la diligencia se tendrá que preguntar de acuerdo a lo plasmado en la 



 
 

  Consejo General Electoral 
 

58 
 
 

 

Constancia de Adscripción ya sea indígena o afromexicana según corresponda, si 

la persona que pretende ser candidata y por la cual se está realizando la diligencia 

de verificación (preguntar solo las preguntas que apliquen según lo manifestado en 

la carta de adscripción): 

 ¿Pertenece a la comunidad (indígena/afromexicana) _____________ 

(nombre de la comunidad) perteneciente al pueblo___________________ 

(nombre del pueblo indígena o afromexicano)? 

 ¿Es nativa (o) de la comunidad (indígena/afromexicana) _____________ 

(nombre de la comunidad) perteneciente al pueblo___________________ 

(nombre del pueblo indígena o afromexicano)? 

 ¿Es hablante de alguna lengua indígena como lengua materna (primera 

lengua que aprendió hablar)? o ¿Es hablante de alguna lengua indígena y 

cuál de ellas? 

 ¿Es descendiente de personas (indígenas/afromexicanas) de la comunidad? 

 ¿Se ha desempeñado en algún cargo tradicional en la comunidad? De ser 

así, ¿cuál (es) y en qué periodo (s)? 

 ¿Se ha desempeñado en algún cargo de representación de la comunidad, de 

conformidad con su sistema normativo indígena o afromexicano? 

 ¿De qué manera participa activamente en beneficio de la comunidad 

indígena o afromexicana? 

 ¿De qué manera demuestra su compromiso con la comunidad indígena o 

afromexicana? 

 ¿Si ha prestado servicio comunitario (faena, tequio, similares)? 

 ¿Ha participado en reuniones de trabajo tendentes a mejorar las instituciones 

o resolver conflictos en la comunidad? 

 ¿Pertenece (es miembro) de alguna asociación indígena o afromexicana 

para mejorar o conservar sus instituciones? (señalar nombre) 
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 ¿Alguna otra actividad que quiera agregar que no le haya preguntado 

____________________ (nombre de la persona aspirante a la candidatura) 

ha desarrollado a favor de la comunidad? (indicar periodo). 

 ¿Algún otro elemento que considere necesario para acreditar la pertenencia 

de la persona al pueblo y a la comunidad? 

Las respuestas a cada una de las preguntas servirán como elementos a valorar por 

parte del Consejo General, para determinar si la persona aspirante a la candidatura 

por el principio de igualdad sustantiva dirigido a personas integrantes de los pueblos 

y comunidades indígenas o afromexicanas cumple con demostrar el vínculo 

comunitario. 

A la vez se recuerda que las respuestas a las preguntas hechas vienen señaladas 

como parte de la Constancia de adscripción. La finalidad de preguntarlas obedece 

a corroborar lo plasmado en la Constancia, como agregar elementos que por alguna 

razón no son explícitos en la Constancia de adscripción.  

 

9. En caso de que la persona con quien se entienda la diligencia no sea la 

autoridad indígena o afromexicana, tradicional o comunitaria que se busca 

dejar citatorio con esa persona, en el que se indique que la próxima visita se 

realizará a la misma hora del día siguiente. Aunado a ello, lo hará del 

conocimiento del partido político, coalición o candidatura independiente, a 

efecto de que coadyuve a la localización de la autoridad indígena o 

afromexicana, tradicional o comunitaria emisora de la constancia de 

adscripción indígena o afromexicana. 

 

La actividad 9 solo se activa en caso de que la persona identificada en el inmueble 

no sea la autoridad indígena o afromexicana a la que se busca, por tanto, se dejará 

un “citatorio” donde se indicará que se realizará una segunda visita pasadas 24 
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horas, esperando encontrar a la persona correcta. A la vez, se deben de poner en 

comunicación con la representación del partido político, coalición o candidaturas 

independientes para que auxilien en la localización de la autoridad o de las 

autoridades indígenas, de esa manera, se facilite la localización. 

 

10. Tomar fotografías de la diligencia. 

Como se indica, en el momento 10 se toman fotografías tanto del inmueble, en su 

caso de la notificación que se formule o del citatorio entregado. 

 

11. En el caso de que, en el domicilio indicado no se encuentre a persona alguna 

durante la primera visita, fijar el citatorio en la puerta de entrada del domicilio, 

indicando que la próxima visita se realizará a la misma hora del día hábil 

siguiente. Si de la segunda visita al domicilio no se encuentra a persona alguna, 

la o el funcionario del Instituto Electoral levantará acta circunstanciada de tal 

hecho, de la cual colocará copia en el acceso del domicilio. 

 

La actividad 11 indica la acción a seguir si no se encontrará persona alguna en el 

inmueble. Preferentemente el citatorio se fija en la puerta, pero en algunas ocasiones 

por las características del inmueble, no resulta posible hacerlo. La recomendación en 

estos casos es fijar el citatorio en algún lugar visible del inmueble, como puede ser el 

área perimetral. 

 

12. Se llevarán a cabo, como máximo dos visitas, al domicilio proporcionado para 

localizar a la autoridad indígena o afromexicana, tradicional o comunitaria 

emisora. Sin que se pueda realizar otra u otras visitas, salvo que La Secretaría 

Fedataria o el funcionario público del Consejo Distrital que cuente con fe pública 

según corresponda, en coordinación con la UAI lo consideren pertinente ante un 
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caso fortuito o alguna causa de fuerza mayor. En caso de que en ninguna de 

ellas se pueda realizar la entrevista con la autoridad indígena o afromexicana, 

tradicional o comunitaria emisora, o con quien suscribió la constancia de 

adscripción indígena o afromexicana, esta última se tendrá por no acreditada.  

El momento 12 enuncia el máximo de visitas que se realizarán con la finalidad de 

contar con elementos que permitan un análisis de las documentales presentadas, 

siendo hasta dos visitas. Pueden existir condiciones que no permitan la realización 

de una segunda visita en el tiempo previsto, o haga necesaria la implementación de 

otra visita, ya sea por condiciones climatológicas, de fuerza mayor, o de tratarse de 

alguna celebración u evento relacionado con la cultura de la comunidad indígena o 

afromexicana en cuestión. En dichos casos se valorará si se hace otra visita. 

 

Cabe resaltar que en caso de no concretarse la diligencia con quien o quienes 

emitieron la constancia de adscripción, no será posible acreditarla, por tanto, se 

tendrá por no presentada la solicitud de registro y por tanto no procederá el registro 

de la candidatura correspondiente. 

 

13. De lo anterior se levantará acta circunstanciada la cual, en su caso, se 

remitirá a la UAI para integrarla al expediente respectivo. 

Todo el procedimiento va normado mediante acta circunstanciada. Explícitamente se 

hace mención en el momento 13. Un acta circunstanciada es un documento público 

que se elabora para registrar ciertos hechos o pormenores, estableciendo personas, 

lugar, tiempo y modo preciso en que se produjeron, con el objeto de dejar constancia 

de ellos para todos los efectos legales que los mismos generen. En el caso de las 

diligencias de verificación normadas en este procedimiento para corroborar la 

información contenida en la constancia de adscripción y en la carta de adscripción, el 

acta hace dejar constancia de los hechos y poseen el valor legar para que el Consejo 

general y los Consejos Distritales cuenten con los elementos para determinar si se 
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acredita o no el vínculo efectivo de la persona candidata con el pueblo y la comunidad 

indígena o afromexicana. 

 

14. Corresponde al partido político o coalición, así como las candidaturas inde-

pendientes, proporcionar el domicilio correcto y completo de la autoridad 

indígena, tradicional o comunitaria emisora de la constancia de adscripción 

indígena o afromexicana, o de quien la haya suscrito, así como coadyuvar con 

el Instituto Electoral para su localización. 

El momento 14 hace referencia a la obligación que tienen quienes postulen a las 

candidaturas por el principio de igualdad sustantiva pertenecen al pueblo indígena 

o afromexicano, así como a la comunidad indígena o afromexicana. Es importante 

estar en contacto con las representaciones de los partidos políticos, las coaliciones 

y las candidaturas independientes, para que los trabajos referentes a las diligencias 

de verificación se hagan en tiempo y forma. 

 

15. Para la verificación descrita en las fracciones anteriores, se podrá hacer 

acompañar de personas intérpretes/traductores de lenguas indígenas. 

Para la actividad 15, se indica que si existe la necesidad de contar con 

interpretes/traductores de alguna lengua indígena, observando el principio de 

interculturalidad, la secretaria ejecutiva se hará acompañar de algún 

interprete/traductor que conozca la lengua y la variante de la misma que a la o las 

personas que va encaminada la diligencia hablan. 

 

En cuestión de los interpretes/traductores se tomarán como referencia a aquellos 

miembros de la misma comunidad que hablen español y la lengua indígena. De ser 

el caso de que no exista ninguna persona bilingüe en la comunidad en cuestión, se 

buscaran a personas de otra comunidad indígena que hable dicha lengua y su 

variante, así como el español. Al igual, el Consejo General, así como los Consejos 
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Distritales podrán auxiliarse del INPI, para la localización de intérpretes/traductores 

en lenguas indígenas. 

Por último, es de precisar que en respuesta cualquier requerimiento que le sea 

formulado por la falta de documentación, o en la localización de la autoridad 

indígena, tanto los partidos políticos, las coaliciones o las candidaturas 

independientes no podrán entregar constancia de adscripción indígena o 

afromexicana emitida por una autoridad indígena o afromexicana, tradicional o 

comunitaria distinta a la presentada o por personas distintas a quienes la 

suscribieron; únicamente podrá perfeccionar la constancia ya exhibida y/o 

complementarla con otros elementos que enriquezcan la argumentación que se 

haya vertido en la misma. 

Conforme a los momentos descritos y con la finalidad de dar mayor claridad al 

procedimiento, al final del presente protocolo se muestra un diagrama de flujo, que 

busca resumir el procedimiento de verificación: 

 

III. Etapa del análisis de los requisitos 

El Consejo General es quien tendrá la atribución de analizar y valorar las 

documentales para determinar si la persona acredita o no el vínculo efectivo con el 

pueblo y la comunidad indígena o afromexicana a la que pretende representar, así 

como para verificar el cumplimiento del requisito de postulaciones mínimas de 

personas pertenecientes a pueblos y comunidades indígenas, así como 

afromexicanas. 

Para ello, el Consejo Distrital que corresponda, al acuerdo de resolución de 

procedencia de la solicitud de registro que adopten, deberá acompañarse el 

expediente que contenga todas y cada una de las constancias presentadas, las 

que se alleguen con motivo de los requerimientos formulados a partidos políticos, 

así como a las coaliciones o las candidaturas independientes y, en su caso, las 
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que se hayan desahogado ante la procedencia de una diligencia de verificación de 

la constancia de adscripción indígena o afromexicana calificada y documentos que 

la acompañan, además de los documentos que obren en los archivos del Instituto 

Electoral, para su remisión al Consejo General.  

 

C. En Caso de Existir Sustitución de Alguna de las Candidaturas Indígenas y 

Afromexicanas 

De ser el caso, el Consejo General le requerirá en primera instancia para que, en 

un plazo de 48 horas, contadas a partir de la notificación, rectifique la solicitud de 

registro de candidaturas, y le apercibirá que, en caso de no hacerlo le hará una 

amonestación pública. 

Ahora bien, la nueva candidatura que se presente deberá cumplir con los requisitos 

establecidos en los presentes Lineamientos; de no ser así, dado que se trata de un 

principio estipulado en el marco normativo electoral, que a su vez emana de un 

precepto Constitucional, siendo obligatorio su cumplimiento, se amonestará al 

partido político, así como a la coalición o la candidatura independiente y se le 

otorgará un plazo adicional de 24 horas para presentar una nueva solicitud. En caso 

de que en este último plazo no presente una solicitud de registro que cumpla con 

los requisitos establecidos, al partido político nacional o al partido político local, así 

como a la coalición o la candidatura independiente le será negado el registro de esa 

candidatura. 

D. Del Proceso de Máxima Publicidad Referente a las Candidaturas Indígenas 

y Afromexicanas 

Existen distintas actividades encaminadas a realizar un proceso de máxima 

publicidad a las candidaturas postuladas por el principio de igualdad sustantiva 

dirigido a personas de pueblos y comunidades indígenas, así como afromexicanas 
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con la finalidad que los pueblos y comunidades indígenas y afromexicanas tengan 

oportunidad de conocer, analizar y reflexionar sobre las mismas. Para ello el 

Instituto Estatal electoral realizará las siguientes acciones: 

 Integrar un directorio de comunidades y autoridades indígenas, así como 

afromexicanas por distrito local; 

 Dar a conocer las candidaturas mediante dictámenes públicos según 

corresponda al tipo de elección. Los dictámenes, a la vez, serán publicados 

en el Periódico Oficial de Baja California mediante un enlace electrónico para 

su consulta; 

 Hacer pública una lista de las candidaturas indígenas y/o afromexicanas, así 

como en su caso las sustituciones que se presenten. Dichas listas deben de 

estar disponibles en las instalaciones tanto del Instituto Estatal Electoral, 

como de los Consejos Distritales Electorales; 

 Proporcionar y poner a disposición de las autoridades indígenas o 

afromexicanas, tradicionales, comunitarias y representaciones indígenas 

toda la información que se disponga respecto de las candidaturas 

registradas. 

 Realizar la publicación en aquellas lenguas originarias en la entidad, 

privilegiando aquellas lenguas de acuerdo al origen de las postulaciones y 

atendiendo en primer término las más numerosas, dándole la máxima 

difusión para el conocimiento de las comunidades y pueblos indígenas y 

afromexicano. 

 Implementación del Sistema de consulta electrónica denominada 

“Conóceles”, con el objetivo de que la ciudadanía cuente con una 

herramienta a través de la que pueda tener acceso a la información de las 

candidaturas. 
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Aunado a lo anterior, el proceso continuo de difusión de las candidaturas 

registradas, así como de las sustituciones respectivas, se hará a través de todos los 

medios disponibles al alcance y acorde con el principio de interculturalidad de cada 

comunidad, entre los que de manera enunciativa más no limitativa se encuentran:  

a. Medios de comunicación oficiales y electrónicos que están a disposición del 

Instituto Electoral, 

b. Periódicos de circulación local, 

c. Páginas de internet y redes sociales,  

d. Jornadas de perifoneo, 

e. Sistema de Radiodifusoras Culturales Indígenas, 

f. Entre otros. 

 

E. Del Resguardo de las Actas Circunstanciadas Generadas en el 

Procedimiento de Verificación 

La documentación integrada en los expedientes que se conforman con motivo de las 

solicitudes de registro de candidaturas, formarán parte del archivo del Instituto. 

Los Consejos Distritales, así como la UAI, según corresponda, será la instancia 

responsable del resguardo de los datos que las personas ciudadanas proporcionen al 

Instituto Electoral mediante las actividades referidas en los presentes Lineamientos, datos 

que se considerarán estrictamente confidenciales con la salvedad de los datos siguientes 

de las personas candidatas indígenas o afromexicanas que se postulen a través del 

principio de igualdad sustantiva de candidaturas del Proceso Local Ordina-rio 2023-2024 

en Baja California: 
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I- Nombre completo de la persona candidata. 

II- Partido político, coalición, así como candidatura independiente que la postula, 

según sea el caso. 

III- Género. 

IV- Entorno geográfico en el que participa. 

V- Número de lista, en su caso. 

VI- Autoridad indígena o afromexicana, tradicional, comunitaria, agraria o 

municipal u otra que emite la constancia de adscripción indígena o afromexicana; 

y 

VII- Comunidad y pueblo indígena al que pertenece la persona candidata. 

Los datos personales, en todo momento serán protegidos conforme a lo dispuesto por la 

Ley General de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados, la 

Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, el Reglamento de 

Transparencia y Acceso a la In-formación pública del Instituto Estatal Electoral de Baja 

California y demás normatividad que resulte aplicable, los cuales serán utilizados para 

ejercer las facultades de verificación del cumplimiento de los requisitos para el registro 

de las candidaturas indígenas o afromexicanas. 

 

F. Ajustes al Protocolo 

Los casos no previstos serán puestos a disposición del Consejo General, a fin de que 

determine lo que en derecho proceda. 
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Diagrama de procedimiento de verificación para constancia de adscripción y 

carta de adscripción indígena o afromexicana 

Fuente: Elaboración propia 
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